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MUÑOZ DEL CASTILLO, JOSÉ LUIS: II
finanziamiento delle regioni in
Spagna. «Mezzogiorno d'Euro-
pa», núm. 4, octubre-diciembre
1981, pp. 385-410.

Sumario: 1. INTRODUCCIÓN.—2. RÉGIMEN JU-
RÍDICO. — 3. AUTONOMÍA FINANCIERA. — 4. PODER
TRIBUTARIO.—5. INGRESOS REGIONALES: R e n t a s
de Derecho privado. Impuestos propios.
Impuestos cedidos por el Estado. Recar-
gos sobre los impuestos estatales. Parti-
cipación en los impuestos estatales. Cré-
ditos a pargo de los presupuestos estata-
les. Créditos a cargo de los presupuestos
estatales. Repartición del Fondo de Com-
pensación Interterritorial. Otros medios de
financiación.

El artículo contiene un conjunto
de consideraciones acerca de la fi-
nanciación de las Comunidades

Autónomas y, en particular, se
analiza el régimen jurídico consti-
tucional que consagra el principio
de la autonomía de las haciendas
de las Comunidades, así como su
posterior desarrollo a través de
la Ley Orgánica de Financiación
de las Comunidades Autónomas
(LOFCA), de 22 de septiembre de
1980.

Los artículos 156, 157 y 158 de
la Constitución española de 1978
constituyen las primeras normas
jurídicas que regulan la financia-
ción de las Comunidades Autóno-
mas. En opinión del autor, lo hace
de forma vaga e imprecisa, y ello
por varios motivos. En el artículo
156 no se formula con exactitud el
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principio de coordinación entre las
Haciendas autonómicas y las fi-
nanzas de otros entes públicos (fi-
nanzas provinciales o municipa-
les); la promulgación de la ley ne-
casaria para el desarrollo del fi-
nanciamiento regional (LOFCA)
no posee carácter vinculante, y,
por último, tanto la LOFCA como
los respectivos Estatutos de Auto-
nomía son leyes orgánicas, y al
contener ambas normas regulado-
ras sobre la financiación de las
Comunidades, «en caso de conflic-
to será difícil, si no imposible, ase-
gurar la vigencia de la primera».
Tras estas consideraciones, se in-
dica «que desde el punto de vista
técnico, y con el fin de salvar este
problema, hubiera sido más co-
rrecto regularlo con una sola ley
orgánica (este criterio ha sido ele-
gido tanto por Francia como por
Italia), en vez de que los Estatu-
tos de Autonomía se ocupasen del
tema.

A continuación se evalúa el prin-
cipio de la autonomía financiera,
y por lo que respecta al que po-
seen las Comunidades Españolas,
se juzga que «es realmente vasta,
no sólo por la multiplicidad de re-
cursos que constituyen sus Hacien-
das dos señalados en el art. 157,
párrafo 1, de la Constitución), sino,
sobre todo, por los amplios pode-
res normativos y administrativos
que se conceden a las regiones
mismas». La LOFCA es, asimismo,
generosa, ya que al señalar los
impuestos propios de las Comuni-
dades, no indica su consistencia
numérica; entre los impuestos ce-
didos se incluyen los de Patrimo-
nio y Sucesiones, que por su pro-
pio carácter personal no son sus-
ceptibles de cesión, y, por último,

se pueden imponer recargos sobre
los impuestos estatales —sean ce-
didos o no a la Comunidad—, no
estando determinada la cantidad
del recargo.

El poder tributario regional tie-
ne su fundamento en el artículo
133 de la Constitución. En él se
reconoce explícitamente el carác-
ter original y exclusivo del poder
tributario e s t a t a l ; ahora bien,
«esta conclusión ofrece serias difi-
cultades si se toman en considera-
ción algunas normas de la LOFCA,
en particular los artículos 9 y 12,
que autorizan la introducción de
impuestos propios y el estableci-
miento de recargos en los impues-
tos estatales», dado que desde un
punto de vista práctico equivalen
como conclusión a la creación de
tributos ex novo.

Por último, se expone el conte-
nido de la LOFCA, es decir, de
los medios financieros que inte-
gran las Finanzas de las Comuni-
dades. Por lo que respecta a las
rentas propias (art. 6, 17 y 19)
—tasas, tributos especiales e im-
puestos— se considera que no ten-
drán un relieve excesivo, dadas las
dificultades de instituir nuevos im-
puestos, como por las dificultades
que conllevará su gestión. Los im-
puestos cedidos por parte del Es-
tado (arts. 10 y 11) serán, en su
parecer, los que constituyan el nú-
cleo de financiación regional más
importante. A h o r a b ien , puede
existir una discrepancia entre lo
señalado por el artículo 157 de la
Constitución, que alude a los im-
puestos cedidos totalmente o en
parte por el Estado, mientras que
la LOFCA se refiere a tributos,
concepto más amplio que engloba
no sólo a impuestos, sino también
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a tasas y tributos especiales. A
continuación se discute el proble-
ma de la gestión de los impuestos
estatales, «dado que el recargo es
instituido por ley regional y el
grado de recargo no coincide ne-
cesariamente entre las distintas re-
giones», y se destaca la ambigüe-
dad e imprecisión de los criterios
aplicables a la fijación de la cuota
de participación en los impuestos
estatales (art. 13), «porque se au-
torizan explícitamente la adopción
de otros criterios, cualquiera que
se deseen y se consideren opor-
tunos».

Con otros considerandos sobre
el resto de los medios de financia-
miento de las Comunidades, se da
por finalizada la descripción de
este importante tema para el futu-
ro de la España Autonómica.

SANTANIELLO, GIUSEPPE: Le Unitá
Sanitaria Locali nella realtá me-
ridionále. «Mezzogiorno d'Euro-
pa», núm. 3, julio - septiembre
1981, pp. 277-284.

Explícitamente, en la Ley del
Servicio Sanitario Nacional (seña-
ladamente en sus arts. 51 y 53) se
hace referencia a la exigencia de
una organización equilibrada de
los servicios, en todo el territorio
italiano, y destacadamente «supe-
rar las condiciones de atraso so-
cio-sanitario que existen en el país,
particularmente en las regiones
meridionales.

La citada ley de r e f o r m a ha
marcado dos aspectos fundamen-
tales en la configuración de las
Unidades Sanitarias Locales (USL):
el primero que se puede definir
de carácter institucional concierne

a los órganos de gobierno de los
nuevos organismos; el otro con-
cierne a la organización de los
servicios y de las estructuras que
lo componen. El modelo ideado
por los legisladores de 1978, al de-
linear la figura de las USL, se cen-
tra en la diferencia entre las com-
petencias de dirección, programa-
ción y control —que queda reser-
vada a la asamblea— y las tareas
de administración y gestión que
son competencia de un comité de
gestión. Dentro de las tareas de
dirección existe un aspecto inno-
vador, cual es la creación de la
figura del administrador sanitario
—«manager»—, que cuidaría de la
productividad del servicio, en el
sentido de que sepan adoptar «cri-
terios de administración de los re-
cursos y de los gastos».

Se insiste, a continuación, en
otro aspecto innovador de la ley:
el que hace referencia a la multi-
plicidad de fuen tes normativas,
provenientes tanto del Estado co-
mo de los entes regionales y Ayun-
tamientos, que en una ordenada
secuencia gradual c o n c u r r e n a
componer la regulación de las USL.

La Ley de 23 de diciembre de
1978 es una ley de principios, que
busca ser realizada mediante la
legislación y la adecuación regio-
nal, mediante actos reglamenta-
rios y organizativos de los entes
locales interesados. Así, el artícu-
lo 15 indica que las leyes regiona-
les dictan normas para la organi-
zación, gestión y funcionamiento
de las USL, así como las normas
para la gestión coordinada e inte-
grada de los servicios de las USL
con los servicios sociales existen-
tes en el territorio.
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En materia administrativa ejer-
citan las siguientes funciones: de-
terminar el ámbito territorial de
la USL (art. 11); inserción de los
hospitales y de instituciones sani-
tarias, reconocidas públicamente y
de carácter privado, con las USL;
adopción de los respectivos estatu-
tos (art. 61).

Por su parte, el estado posee
competencias en determinar el ob-
jetivo de la sanidad nacional, con
el concurso de las regiones; seña-
lar las líneas generales de direc-
ción y desenvolvimiento de la sa-
nidad nacional a través del plan
sanitario, que tendrá una duración
normal de tres años, fijando entre
otros los niveles de prestaciones
sanitarias que deben ser garanti-
zados a todos los ciudadanos.

Finalmente, la ley, por primera
vez en el ordenamiento jurídico
italiano, concibe el esquema de un
organismo no como la repetición
de un modelo abstracto y prede-
terminado. La ley confiere a los
organismos de gobierno de la nue-
va entidad (asamblea, comité de
gestión) un carácter constante y
homogéneo. Por contra, existe un
carácter flexible, que se establece
por la programación regional, en
lo que atañe a la adecuación de
objetivos, que tendrá en cuenta las
características epidemiológicas y
condiciones sanitario - ambientales
que son susceptibles de cambio de
una región a otra (pueden variar
según sea la actividad económica
predominante —industrial, agra-
ria, servicios— o la propia confi-
guración geográfica —áreas de
montaña, áreas costero-marítimas,
e t c é t e r a ) . Tales características
—duplicidad de los órganos de go-
bierno y diferenciaciones en la ti-

pología de los servicios*— repre-
sentan un modelo organizativo que
tiende a alinearse con la legisla-
ción, ejemplarmente elástica de In-
glaterra, República Federal Ale-
mana...

JOSSA, BBUNO: Sviluppo económico
e conflitto sociale in Italia. «Mez-
zogiorno d'Europa», núm. 3, ju-
lio-septiembre 1981, pp. 261-274.

Sumario: Introducción. — La economía
italiana como sistema en desequilibrio.—
Beneficios e inversión en el desarrollo
económico.—La política económica en el
modelo italiano y la alta conflictividad
social.—La interpretación de la crisis eco-
nómica italiana de G. Fuá.—¿Salarios rea-
les altos o fuertes aumentos del salario
monetario?—Bibliografía.

El autor aborda la discusión de
ciertas ideas, difundidas entre los
economistas italianos, que permi-
tan una interpretación de los cam-
bios que ha sufrido la economía
italiana en los últimos veinte años.
Más que un análisis detallado se
sugieren algunas líneas de inter-
pretación, que a l t e r a n notable-
mente los esquemas generalmente
aceptados.

La primera de estas ideas es con-
siderar la economía capitalista co-
mo un sistema en desequilibrio,
donde la conflictividad que provo-
ca un fuerte incremento de los
costes salariales —fuerte en el sen-
tido de que la proporción entre
alzas salariales y aumento de pro-
ductividad es mayor en compara-
ción con la que poseen los países
con los que Italia comercia—. Es-
tos aumentos suponen una reduc-
ción en el margen de beneficios
que repercuten en la posibilidad
de inversión y, por lo tanto, de
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desarrollo económico. Esta conflic-
tividad ha sido explicada por dis-
tintos factores —desde el fenóme-
no inmigratorio hacia las ciudades
del Norte, y los problemas que ello
ha conllevado, hasta la debilidad
sindical de los años cincuenta.

Sin excluir ninguna de ellas, se
sostiene que ese descenso de la
tasa de beneficios puede ligarse a
la transición entre dos etapas del
desarrollo económico capitalista,
estando la primera caracterizada
por la «oferta ilimitada de mano
de obra» y la segunda por la exis-
tencia de frecuentes tensiones en
el mercado de trabajo, organiza-
ciones sindicales fuertemente im-
plantadas, con luchas reivindica-
tivas en forma de «explosiones sa-
lariales».

Después de indicar la relación
existente entre alza de costes sala-
riales y descenso de beneficios e
inversiones, para el caso italiano,
señala la responsabilidad de la po-
lítica económica de los gobiernos
italianos, que frente a los dos pro-
blemas fundamentales —paro e in-
flación— ha optado por la conten-
ción de la segunda, mediante una
política fuertemente deflacionaria,
en la creencia de que, de este
modo, debilitaba las reivindicacio-
nes salariales de los sindicatos, al
producirse un aumento del paro.
Por eso se ha señalado «la res-
ponsabilidad que institucionalmen-
te le compete al gobierno italiano
por no haber usado de los instru-
mentos a su disposición (política
tributaria, política de los servicios
públicos, política de control de pre-
cios y otros) con el fin de conse-
guir una mejor redistribución de
la renta, incluso la repartición de

los onerosos costes del precio del
petróleo».

Por último, se detiene en la crí-
tica de las tesis de G. Fuá y del
grupo de Ancona. Para éste el alto
coste laboral ha causado en Italia
un retraso en el desarrollo de las
empresas de mayor tamaño. La
consecuencia de este alto coste es
un descenso de la ocupación regu-
lar, desviando fuertes contingen-
tes hacia el «trabajo negro», remu-
nerado por debajo del nivel «nor-
mal». Tomando como indicador la
relación entre costes salariales y
nivel de beneficios por empresa-
rio, se demuestra que comparati-
vamente con otros países europeos,
esta proporción ha sido excepcio-
nalmente alta para Italia a partir
de los ^años sesenta. Para Jossa,
por el contrario, sí se adoptan
otros tipos de indicadores (coste
de trabajo por valor añadido), el
coste del trabajo, en términos rea-
les, no ha crecido de forma extra-
ordinaria. Finalmente, la crítica
principal que puede señalarse a la
interpretación de Fuá és la caren-
cia de una explicación convincente
de cuáles son los mecanismos que
en un régimen de cambios flexi-
bles impiden a las empresas des-
cargar sobre los precios los altos
costes laborales y de cómo éstos
pueden frenar el desarrollo eco-
nómico.

GAETANI D'ARAGONA, GABRIELE: La
Comunitá Europea e gli scambi
di prodotti di base. «Mezzogior-
no d'Europa», núm. 4, octubre-
diciembre 1981, pp. 419-432.

Sumario: 1. La ausencia de una política
común para la importación de materias
primas.—2. El desarrollo del comercio in-
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ternacional de materias primas.—3. La ex-
pansión del mercado «administrado».—4.
Tendencias de los mercados internaciona-
les.—5. La necesidad de acuerdos entre la
Comunidad Económica Europea y los Paí-
ses exportadores de materias primas.

Según el articulista, no ha exis-
tido una r e spues ta K común, por
parte de los miembros de la CEE,
a las tensiones que se han produ-
cido en los mercados internaciona-
les a partir de 1973. Alteraciones
del mercado de materias primas,
acentuadas por las tentativas de
afirmación de cartels oligopólicos
—como en el caso del petróleo y
en menor medida para el estaño
y el café—; el abandono del sis-
tema de cambios fijos; las sucesi-
vas devaluaciones y revaluaciones
del dólar, y las influencias que
han generado las políticas anti-
inflacionarias practicadas por los
países avanzados.

Los cambios en los mercados de
materias primas agrícolas pueden
quedar concretados en un aumen-
to de los intercambios de cereales
para la alimentación de ganado
—particularmente los destinados a
países en vías de desarrollo y paí-
ses de Europa Occidental—, en la
concentración en Estados Unidos,
Canadá y Australia de los exce-
dentes exportables de cereales, en
una mejora en el autoabasteci-
miento de trigo en los países de la
Comunidad, como consecuencia de
los altos precios agrícolas garanti-
zados por la CEE, y, por fin, en
una desaceleración en el ritmo de
intercambios de materias primas
agrícolas de uso industrial, como
el caucho y el algodón. A éstos se
añade uno de particular importan-

cia, cual es el progresivo endeuda-
miento externo de los países emer-
gentes, productores de materias
primas y productos industriales de
baja tecnología, pero no de pe-
tróleo.

Ante esta problemática la comu-
nidad internacional ha respondido
con las crecientes demandas de re-
gulación de los mercados interna-
cionales. Estas tendencias se con-
cretan en distintos niveles de in-
tervención: la constitución de áreas
limitadas, donde los intercambios
de materias primas y productos
m a n u f a c t u r a d o s está regulado
(ejemplo de este tipo son los acuer-
dos entre el Mercado Común y sus
países asociados); otro aspecto de
la creciente extensión del mercado
«administrado» lo constituye la di-
fusión de acuerdos entre países
exportadores de materias primas y
países avanzados, con la finalidad
de limitar la oferta y conseguir
eventuales acuerdos para la fija-
ción de precios comunes; un ejem-
plo de este tipo son los acuerdos
entre miembros de la OPEP; las in-
tervenciones que llevan a cabo los
Gobiernos en sus respectivos paí-
ses con el fin de fijar las cuotas dé
consumo interno, distintas de las
que prevalecen en los mercados li-
bres internacionales. Por último,
están los acuerdos multilaterales
entre países exportadores e impor-
tadores para determinados produc-
tos agrícolas, que actualmente po-
seen una incidencia relativa fren-
te a los descritos anteriormente.

Los resultados de estas múltiples
intervenciones en el mercado son
las reducciones en los flujos de in-
tercambios internacionales de ma-
terias primas que pasan a operar
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al mercado libre. Consecuencia de
esto es que pequeñas variaciones
en la demanda/oferta agentes en
el mercado libre producen fuertes
oscilaciones en las cotizaciones,
por efecto de las reducciones en
los volúmenes efectivos de deman-
da/oferta.

En este marco se hace más ne-
cesaria una acción coordinada de
los países comunitarios, para la
realización de los acuerdos con los
países emergentes, bien para con-
seguir una reducción de los des-
embolsos que la Comunidad debe
afrontar como pago de sus impor-
taciones de materias primas, bien
para asegurar la estabilidad de los
flujos financieros de los propios
países exportadores.

La acción de la Comunidad de-
bería tomar la forma de esquemas
de compensación financiera entre
la CEE y los países exportadores
de materias primas, del tipo ya
realizados entre la CEE y los paí-
ses del APC (de África, del Caribe
y del Pacífico), o de los promovi-
dos por el FMI, así como acuerdos
sobre determinados productos, co-
mo los acuerdos internacionales
para el caucho natural, el café y
el estaño. Estos acuerdos deberían
favorecer la inclusión en los. mis-
mos del mayor número posible de
países importadores y productores,
incluidos los Estados Unidos.

Como conclusión, se destaca que
«las líneas sugeridas deben de ser
enmarcadas en un diálogo más
amplio Norte-Sur y en la constitu-
ción de un sistema trilateral para
la absorción del exceso de dólares
conseguidos por los países produc-
tores de petróleo».

LEVINE, CHARLES H., RUBÍN, IRENE S.,
WOLOHOJIAN GEORGE G.: «Resour-
ce Scarcity and the Reform Mo-
del: The Management of Re-
trenchment in Cincinnati and
Oakland», Public Administration
Review, núm. 6, noviembre-di-
ciembre 1981, pp. 619-628.

Sumario: Retraimiento y grupos de in-
terés. — Cincinnati, Oakland. — Gobierno,
administración urbana y retraimiento.—
Los beneficios administrativos del Plan
municipal: Una reevaluación.—Conclusio-
nes.

Muchos gobiernos locales, impe-
lidos a ejercer una mayor presión
fiscal, se han visto inmersos en un
período de indecisión y desampa-
ro, debido al miedo a suscitar con-
flictos políticos y a una fragmen-
tación ulterior de su autoridad.
Pero no todas las ciudades enfren-
tadas a problemas financieros han
desarrollado crisis políticas. En al-
gunos casos, el impulso de la pre-
sión fiscal no ha sido severo o se
ha producido a lo largo de un pla-
zo más amplio y gradualmente, lo
que ha permitido que los políticos
reajustasen los presupuestos me-
diante ligeras disminuciones. En
otros, el nivel de politización de la
comunidad y el diseño de la es-
tructura del gobierno local han
proporcionado la autoridad admi-
nistrativa y el poder político ne-
cesarios para evitar los gastos ex-
cesivos en la fase de expansión
de los recursos, y para reducir los
niveles de gastos, paulatinamente,
en la fase de escasez.

Desde una perspectiva histórica,
los niveles de politización más ba-
jos y el control ejecutivo más fir-
me pueden localizarse en las áreas
metropolitanas. No obstante, es es-
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pecialmente probable que se den
también en aquellas ciudades que
han adoptado un gobierno muni-
cipal bajo la forma de un Ayunta-
miento Administrador. Tales ciu-
dades han seguido el Plan de Ad-
ministración Municipal para cen-
tralizar el control del presupuesto
y de la administración de personal
en las manos del Alcalde-Adminis-
trador. En consecuencia, puede es-
perarse que las ciudades reforma-
das administren en la situación de
retraimiento con unos trastornos
mínimos.

Este artículo describe el compor-
tamiento esperado en ciudades que
han adoptado el Plan de Adminis-
tración Municipal en condiciones
de presión fiscal y escasez de re-
cursos, y posteriormente se com-
para el comportamiento esperado
y el real, en condiciones de retrai-
miento, de dos ciudades reforma-
das: Ookland, California, y Cin-
cinnati, Ohio.

Los autores describen pormeno-
rizadamente los grupos de interés
presentes en cada ciudad, y la es-
tructura administrativa, en par-
ticular el alcance de control de la
figura paralela a nuestro Alcalde.
Analizan también los problemas
derivados del mantenimiento de la
autonomía local en condiciones de
incertidumbre provocada por la si-
tuación de retraimiento económico.

Como conclusiones cabe desta-
car las siguientes. El éxito de las
políticas fiscales depende en gran
medida de un grado alto de cen-
tralización en la estructura del
gobierno local y del bajo nivel de
politización en las comunidades
afectadas. De lo contrario, las es-
trategias de retraimiento encon-
trarán serias resistencias. Incluso

eliminando el conflicto político con
los grupos de interés específicos
es preciso incorporar al proceso de
adopción de decisiones a tres acto-
res institucionales: los sindicatos
de funcionarios, los jefes de servi-
cio y los ciudadanos. En cualquier
caso, se formarán nuevas coalicio-
nes para prevenir las restricciones
presupuestarias con mayor o me-
nor peso de cada grupo de actores.

Sin embargo, el entusiasmo de
los autores por las ventajas del
Plan de Administración Municipal
no es ilimitado. Primero, porque,
a su juicio, el Plan no se sigue ri-
gurosamente en todas las ciuda-
des reformadas. Y segundo, por la
excesiva movilidad de los adminis-
tradores locales, cuyo liderazgo ca-
rece de la necesaria continuidad.

El p r o b l e m a del retraimiento
conduce a un dilema valorativo:
o se centraliza y limita la repre-
sentatividad y responsabilidad del
gobierno, o se fragmenta, más o
menos, la autoridad, dejando abier-
to el acceso a las presiones de los
grupos de interés, y limitando con
ello la capacidad del gobierno lo-
cal para señalar prioridades y de-
terminar las restricciones.

GARGAN, JOHN, J.: Consideration of
Local Government Capacity,
«Public Administration Review»,
número 6, noviembre-diciembre
1981, pp. 649-658.

Sumario: INTRODUCCIÓN: Definición de la
capacidad del gobierno local. Problemas
de la definición de capacidad en términos
administrativos. Una redefinición de la
capacidad del gobierno local.—EL INTERÉS
CRECIENTE EN LA CAPACIDAD DEL GOBIERNO LOCAL:

Interdependencias crecientes.—Los CAMBIOS
EN LAS EXPECTATIVAS SOBRE LA ADECUACIÓN DEL
SERVICIO PÚBLICO: Emergencia de proble-
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mas públicos cualitativamente nuevos.
Redefinición de papeles y normas en el
proceso político. Consecuencia para la
construcción de la capacidad.

Los gobiernos locales varían en
su habilidad de resolver proble-
mas. A l g u n a s comunidades son
más capaces que otras ya en la
ejecución de las medidas adopta-
das, ya en el propio suministro de
un servicio público específico. Pe-
ro a pesar del uso común del voca-
blo capacidad, a juicio del autor
hay imprecisión en su significado.
Para clarificar conceptualmente la
cuestión parte de una definición
de la capacidad centrada en tres
áreas: Política Administrativa (es-
tablecimiento de prioridades, mo-
vilización y adscripción de recur-
sos, supervisión de la planificación,
desarrollo y ejecución de políticas,
estrategias y programas); Admi-
nistración de Recursos (adminis-
tración financiera, de personal, in-
formación y relaciones públicas...);
Administración de Programas (eje-
cución de las funciones adminis-
trativas y de las tácticas requeri-
das para la puesta en práctica de
las medidas adoptadas). Tras indi-
car las dificultades de operativizar
cuantitativamente esta definición,
propone un nuevo modelo de capa-
cidad.

En primer lugar distingue tres
sectores básicos con distintas per-
cepciones de la política local: la
burocracia federal, los políticos lo-
cales electos y los ciudadanos con-
sumidores de servicios. La situa-
ción de cada actor ante los crite-
rios que informan la capacidad del
gobierno local se analiza en tres
perspectivas: la naturaleza de los
problemas a resolver, las normas
que guían su proceso de adopción

de decisiones específico y los ob-
jetivos deseados por cada sector.
La capacidad local es entonces el
resultado de la interacción de tres
factores: expectativas, recursos y
problemas comunitarios. Las ex-
pectativas, recursos y problemas
comunitarios. Las e x p e c t a t i v a s
comprenden las percepciones y ac-
titudes sobre los niveles «adecua-
dos» de servicios públicos, los es-
tilos apropiados del liderazgo polí-
tico y de la conducción de los
asuntos públicos. Los recursos in-
cluyen aquellos elementos comuni-
tarios susceptibles de ser emplea-
dos en la resolución de los pro-
blemas, y abarcan, aunque no se
limitan a éstos, los siguientes com-
ponentes: d ine ro , conocimiento,
aptitudes administrativas, asocia-
ciones del sector privado, asocia-
ciones de vecinos, popularidad po-
lítica... Los problemas son aquellas
cuestiones comunitarias que im-
plican la existencia de preferen-
cias en conflicto para la consecu-
ción de algún objetivo.

Uno de los agentes más destaca-
dos en los desajustes en el go-
bierno local es la complejidad del
sistema intergubernamental, resul-
tado de la creciente interdepen-
dencia entre los niveles de gobier-
no, verticalmente, y entre las dis-
tintas unidades, lateralmente. Las
evidencias empíricas son abundan-
tes: crecimiento dé los programas
federales, aumento de las transfe-
rencias monetarias entre los dis-
tintos n ive les , dependencia cre-
criente de fuentes de financiación
externas, sobre todo en el caso de
las ciudades más antiguas y de
mayor tamaño. Las estrategias pa-
ra reajustar el sistema se articulan
sobre los puntos siguientes: reor-
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ganización del gobierno federal,
normalización y simplificación de
los procedimientos administrativos,
desarrollo de las comunicaciones y
de los flujos de información entre
los niveles gubernamentales, refor-
zamiento de la discrecionalidad re-
gional y local. De otro lado, el
cambio tecnológico y la crisis eco-
nómica imponen nuevos problemas
que atañen al medio ambiente (lo-
calización de centrales nucleares
o industrias contaminantes). Las
desigualdades interregionales, los
desplazamientos de pob lac ión y
de la actividad económica tam-
bién son hechos cualitativamente
nuevos.

El autor concluye que el proble-
ma de la capacidad del gobierno
local es más conceptual que de
prácticas administrativas. Si hay
un desajuste entre las respuestas
locales y las demandas, la solución
podría basarse en las prácticas ad-
ministrativas. Pero los cambios en
las expectativas, los nuevos pro-
blemas, no pueden afrontarse de
igual forma. Es preciso descubrir
nuevos medios para resolver las
necesidades comunitarias.

STEVENS, JOHN M., LEE, ROBERT, D.:
Patterns of Policy Analysis Use
for State Governments: A Con-
tingency and Demand Perspecti-
ve, «Public Administration Re-
view», núm. 6, noviembre-diciem-
bre 1981, pp. 636-644.

Sumario: Los usos del análisis de las po-
líticas.—El diseño del estudio.—Los resul-
tados.— Gobierno regional. Legislatura y
organismos operativos.—Argumentación.—
Implicaciones y conclusiones.

El análisis de políticas en sus
variadas formas ha sido empleado

durante los últimos años, sin em-
bargo, es imprescindible desarro-
llar una aproximación sistemática
y empírica para consolidar esta
disciplina científica. El propósito
de este estudio es presentar un mo-
melo de análisis, basado en traba-
jos anteriores, para su uso en el
nivel regional. El modelo combina
las aportaciones del enfoque con-
tingente en la perspectiva sistemá-
tica para el estudio de las organi-
zaciones, y el marco de la evalua-
ción de demandas en su dimensión
operativa. Un examen de los datos
de una investigación sobre las ofi-
cinas regionales de presupuestos
muestra la utilidad del modelo bá-
sico para comprender las comple-
jidades y los factores, interno y ex-
ternos, que influencian el empleo
del análisis de las políticas en las
distintas ramas del gobierno re-
gional.

La investigación parte de la con-
sideración de tres niveles funda-
mentales dentro del gobierno re-
gional: el ejecutivo propiamente
dicho, el legislativo y los organis-
mos operativos autónomos. Los au-
tores identifican dos tipos de va-
riables dependientes, la efectividad
y la productividad de los progra-
mas. La definición de la primera
es la relación entre las actividades
gubernamentales y los efectos de
esas actividades en el contexto ex-
terno. La segunda determina el
proceso más eficiente para trans-
formar los recursos en bienes y
servicios. La contemplación de es-
tos dos tipos de variables en las
tres clases de unidades organizati-
vas produce seis variables depen-
dientes. Las variables explicativas,
es decir, las independientes, aplica-
das se ordenan en los grupos, las
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que se refieren al proceso presu-
puestario y las que sirven para
caracterizar el contexto en el que
el gobierno regional desarrolla sus
actividades. En relación al primer
grupo, se toman en consideración
las siguientes: de f in ic ión com-
prensiva de las fuentes de ingre-
sos, utilización de medidas de efi-
cacia-coste, exposición de motivos
de los objetivos a alcanzar, prepa-
ración del presupuesto por un pro-
ceso de datos automatizado, grado
de tutela del ejecutivo regional so-
bre los organismos operativos au-
tónomos. En el segundo grupo se
consideran las siguientes: partici-
pación del legislativo regional en
la fase preparatoria del presupues-
to, gasto regional total, número
de funcionarios regionales, pobla-
ción, porcentaje de fuerza de tra-
bajo empleada en la agricultura,
renta per cápita regional, porcen-
taje de parados.

Se recogieron los datos de cua-
renta y nueve Estados, aplicando
ecuaciones de regresión múltiple.
El indicador más significativo re-
sultó ser la utilización de medidas
de eficacia-coste en el ejecutivo.
Sin embargo, los autores destacan
que las pautas de demanda-contin-
gente resultantes son completa-
mente distintas para el ejecutivo
y el legislativo. Así, para este últi-
mo sólo resultaron significativas
el gasto regional, la población re-
gional y el número de funciona-
rios.

Los hallazgos de este estudio
muestran la fecundidad de una
colaboración entre los que adop-
tan las políticas y los que las ana-
lizan. Esta colaboración debe en-
caminarse a: orientar el análisis
hacia las necesidades reales, gu-

bernamentales y regionales; iden-
tificar las prioridades de las in-
fluencias, internas y externas en
competencia; determinar explíci-
tamente las demandas políticas y
económicas. Todo ello para demos-
trar que los beneficios de este tipo
de análisis superan ampliamente
sus costes.

BAENA DEL ALCÁZAR, MARIANO, y GAR-
CÍA MADARIA, JOSÉ MARÍA: Nor-
mas Políticas y Administrativas
de la Transición. 1975-1978. Ser-
vicio Central de Publicaciones
de Presidencia del Gobierno. Ma-
drid, 1982, 1.111 pp.

Sumario: Prólogo. I. Ley para la Refor-
ma política.—II. Elaboración de la Cons-
titución.—III. Derechos fundamentales y
normas sobre Orden Público.—IV. Amnis-
tía e indulto.—V. Legislación sobre cele-
bración de referéndum y elecciones ge-
nerales.—VI Organización del Estado.—VIL
Normas económicas, fiscales y presupues-
tarias. Apéndices. Anexo. índice sistemá-
tico, índice cronológico.

La presente obra, como se dedu-
ce a primera vista de su título,
recoge y clasifica toda la abundan-
te normativa de diferente conte-
nido y jerarquía publicada durante
el primer período del régimen de-
mocrático actual, a saber: la le-
gislación c o m p r e n d i d a desde la
transición pacífica y legal del fran-
quismo hasta la aprobación y vi-
gencia del texto constitucional de
1978, que consolida e instituciona-
liza definitivamente la nueva rea-
lidad política.

La tarea llevada a cabo por los
autores no es una mera recopila-
ción de los textos legales, sino que
también realizan una sistematiza-
ción cronológica y material de las
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normas de ese período. En cuanto
al criterio selectivo de las normas,
hay que decir que es amplio y no-
vedoso, al aportar una concepción
universalista y omnicomprensiva
de las relaciones existentes entre
Política y Administración y lo so-
cioeconómico con lo político-admi-
nistrativo frente a los criterios
academistas, en ocasiones dema-
siado rígidos y parciales, de las co-
lecciones legislativas al uso más
conocidas (a título ilustrativo: Le-
yes Políticas, Leyes Administrati-
vas, Leyes Tributarias, Leyes La-
borales y de la Seguridad Social,
etcétera).

En cuanto al contenido de la
obra, hay que señalar que abarca
un prólogo, un total de trescientas
cincuenta y ocho normas, proyec-
tos de ley, discursos, informes y
dictámenes parlamentarios inclui-
dos en siete apartados y tres apén-
dices, a los que se viene a añadir
un Anexo con los textos de los Pac-
tos de la Moncloa, que sin ser nor-
mas fueron unos acuerdos de vital
importancia y de notable influen-
cia en la legislación posterior. En
el prólogo, el profesor GABRIDO FA-
LLA considera la oportunidad y
utilidad de la obra, así como lo
acertado en el criterio de selección
empleado, al implicar éste una no-
vedad y una aportación al reto ac-
tual planteado de la reconstruc-
ción dogmática del Derecho Públi-
co interno.

En el capítulo I, sobre la Ley
para la Reforma Política, se in-
cluye: el mensaje del Presidente
Adolfo Suárez, el Proyecto de Ley
del Gobierno, el Informe del Con-
sejo Nacional del Movimiento y el
texto definitivo de la citada Ley.

En el capítulo II, referente a la

elaboración de la Constitución, se
contiene todos los pormenores del
proceso hasta la aprobación defi-
nitiva del texto constitucional.

El capítulo III, derechos funda-
mentales y normas sobre orden pú-
blico, se subdivide en tres aparta-
dos: A) Convenios internaciona-
les. B) Derechos políticos (dere-
chos de reunión, libertad de expre-
sión, derecho de asociación, aso-
ciaciones po l í t i c a s , asociaciones
sindicales, derecho de huelga y li-
mitaciones y excepciones. C) Or-
den Público.

El capítulo IV, sobre la Amnis-
tía e Indulto, incluye la normativa
de su desarrollo y aplicación.

El capítulo V trata acerca de la
legislación sobre celebración de
referéndum y eleociones genera-
les, y se subdivide en: A) Convo-
catorias y normativas sobre refe-
réndum. B) Normas electorales:
a) elecciones generales; b) elec-
ciones en la Administración Local;
c) eleociones en la Administración
Institucional; d) elecciones sindi-
cales; e) censo electoral.

El capítulo VI, sobre la Organi-
zación del Estado, se subdivide en:
A) Jefatura del Estado. B) Cortes:
a) Congreso; b) Senado. C) Tribu-
nales de Justicia. D) Gobierno y
Administración: a) Nombramien-
tos y ceses del Presidente y los
miembros del Gobierno; b) Admi-
nistración Central; c) Administra-
ción Local; d) Administración Ins-
titucional; e) Funcionarios Públi-
cos. E) Nacionalidades y regiones:
a) Restablecimiento y regulación
del régimen foral va scongado ;
b) Creación de entes preautonómi-
cos; c) Traspasos de competen-
cias. F) Instituciones peculiares del
régimen anterior (1936-1975).
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El capítulo VII es sobre normas
económicas, fiscales y presupues-
tarias.

Finalmente se hallan los tres
apéndices: 1) Descolonización del
Sahara; 2) Establecimiento de re-
laciones diplomáticas, y 3) Acuer-
dos y tratados internacionales, y.
el Anexo con los Pactos de la Mon-
cloa.

Como se ha podido observar por
la anterior descripción del conte-
nido de la obra, éste es mucho más
amplio y sugestivo que el título
dado por sus autores.

Para concluir, quisiera señalar
que este libro de los profesores
Baena del Alcázar y García Ma-
daria es de un indudable interés
en cuanto que supone la selección
y clasificación de la normativa y
documentación básica para el es-
tudio de un período reciente de
gran importancia para la historia
de España y de sus instituciones
político - administrativas, cuyo co-
nocimiento es, indiscutiblemente,
de gran utilidad para la compren-
sión de muchos aspectos de la nor-
mativa y realidad actual.

Revista Vasca de Administración
Pública. Instituto Vasco de Es-
tudios de Administración Públi-
ca, Oñati (Guipúzcoa), núm. 1,
septiembre - diciembre 1981, 378
páginas.

Sumario: Presentación. Estudios. Juris-
prudencia: I. Comentarios monográficos
y II. Notas. Crónicas: I. Crónica legis-
lativa y II. Crónica administrativa. Bi-
bliografía.

La Revista Vasca de Administra-
ción Pública, cuyo primer número
acaba de aparecer, es la homologa

para el País Vasco de la prestigio-
sa y conocida Revista de Adminis-
tración Pública, actualmente pu-
blicada por el Centro de Estudios
Constitucionales. La estructura de
los apartados de la nueva revista
es, en líneas generales, idéntica a
la de ámbito estatal, salvo en el
capítulo de Crónica, que se sub-
divide en Crónica Legislativa, don-
de aparece la relación de las dis-
posiciones de diverso rango publi-
cadas en el País Vasco, y Crónica
Administrativa, que se refiere es-
trictamente a los aconteceres ad-
ministrativos de esa Comunidad
sin hacer referencia a los de ám-
bito estatal o extranjero.

En la presentación, el director,
profesor Martín Mateo, señala las
finalidades que persigue esta nue-
va publicación: ser medio de di-
fusión de las actividades e investi-
gaciones del Instituto Vasco de
Administración Pública, pretensión
de interdisciplinaridad sin perjui-
cio de estar sesgada por ahora ha-
cia el tratamiento jurídico, contri-
buir a la adaptación de la lengua
autóctona al lenguaje administra-
tivo y apertura a toda posible co-
laboración científica futura de to-
dos los estudiosos, especialmente
los jóvenes.

En el primero de los estudios,
titulado «Introducción al Derecho
Solar», el profesor Martín Mateo
analiza el tránsito desde el plan-
teamiento jurídico tradicional has-
ta la realidad actual de la norma-
tiva reguladora de la utilización
de la energía solar. En los ordena-
mientos jurídicos europeos occi-
dentales, en la actualidad, el apro-
vechamiento de la energía solar se
regula de acuerdo con las técnicas
del dominio público, existiendo un
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progresivo intervencionismo de los
poderes públicos por razones de
interés económico nacional y se-
guridad ciudadana de fomento y
estímulo, mediante el otorgamien-
to de subvenciones y la concesión
de desgravaciones y bonificaciones
fiscales de diversa clase. Este in-
tervencionismo en un futuro pue-
de tener un carácter obligatorio y
sancionador. Existen también una
serie de normas de derecho inter-
nacional y de acuerdos de orga-
nismos internacionales que se re-
fieren a la energía solar.

El segundo de los estudios es
«El problema de la reforma muni-
cipal en Venezuela», por el profe-
sor de la Universidad de Pau,
Franck Moderne. La e s t r u c t u r a
municipal venezolana actualmente
es compleja y se compone de 191
distritos y 711 municipios, siendo
su regulación básica la Ley Orgá-
nica sobre el Régimen Municipal,
de 18 de agosto de 1878, que des-
arrolla, con diecisiete años de re-
traso, la Constitución de 23 de ene-
ro de 1961.

La citada ley municipal, que no
fue acogida muy favorablemente
por la doctrina, no ha sido objeto
de desarrollo reglamentario, y en
base a ella se efectuaron las elec-
ciones municipales de 3 de junio
de 1979 sin haberse producido nin-
guna modificación en la organiza-
ción administrativa de los munici-
pios. Las principales innovaciones
que supuso la Ley de 18 de agosto
de 1978 son: a) en el plano de las
estructuras munic ipa les , corres-
ponde a cada Estado federado la
determinación del territorio de los
municipios; b) la organización y
funcionamiento de las entidades
municipales se hace en base a una

asamblea deliberante y de un ór-
gano ejecutivo; c) se establece una
serie de cauces de participación
popular, fundamentalmente a tra-
vés de las asociaciones de vecinos.
No obstante, las innovaciones de
la nueva Ley de 1978, las estructu-
ras administrativas no están aún
adaptadas a las múltiples tareas
que los municipios deben desempe-
ñar, y la ley sigue sin ser plena-
mente aplicada debido, entre otros
obstáculos, a los siguientes: la pro-
blemática de la formación de per-
sonal, la falta de modernización
de la gestión de los servicios pú-
blicos esenciales, la ausencia de
una planificación local racional,
la mejora del sistema fiscal, etc.

Por último, se señala que hay
un amplio programa de actuación
que requiere tiempo y esfuerzos
notables para la consecución de
esta descentralización local ini-
ciada.

El tercero de los estudios es del
profesor Castells Arteche, y trata
de «El ámbito relacional de las
Corporaciones Locales». El punto
de partida del autor es la encruci-
jada actual en que se encuentran
dichas Corporaciones debido al
proyecto de Ley de Bases de Ad-
ministración Local en sus relacio-
nes y ámbito de competencias res-
pecto al Estado y a las Comunida-
des Autónomas. Tras estudiar el
modelo doctrinal, jurisprudencial
y legislativo de Italia, que propo-
ne como ideal a imitar en la actual
situación española, pasa a carac-
terizar ésta en el momento pre-
sente como imprecisa, pues, por
una parte, la Constitución no ha
definido la forma precisa de orga-
nización interna de las Comunida-
des Autónomas y, por otra, las re-
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cientes sentencias del T r i b u n a l
Constitucional de 2 de febrero de
1981 y 28 de julio del mismo año,
las considera no suficientemente
matizadas y progresivas.

La tendencia debe ir hacia la
adecuada articulación de los inte-
reses generales del Estado, Comu-
nidades Autónomas y Corporacio-
nes Locales, en cuanto que son ins-
tituciones con ámbitos territoria-
les diferentes, pero que persiguen
un mismo objetivo, y al reconoci-
miento del papel de interlocutor e
intermediario de las Comunidades
Autónomas entre el Estado y las
Corporaciones Locales , debiendo
pasar en una reordenación las
competencias de tutela, control e
intervención que antes tenía atri-
buidas el Estado respecto a las
Corporaciones Locales, a las Co-
munidades Autónomas.

Finalmente, ante la nueva orga-
nización territorial del País Vasco
a través del proyecto de Ley del
Parlamento Vasco que regula las
relaciones entre las instituciones
comunes de la Comunidad Autó-
noma y las correspondientes a los
territorios históricos, aporta deter-
minadas líneas concretas de ac-
tuación.

El cuarto de los estudios, en eus-
kera, trata del desarrollo estatu-
tario en materia laboral, realizado
por el profesor Koldo Gorostiaga.

El quinto de los estudios se re-
fiere a «La cuestión nacional vasca
y el Estatuto de Autonomía», de
Gurutz Jáuregui. En primer lugar
se plantea la actualidad de las
aportaciones teórico - doctrinales
para resolver los problemas con-
cretos de la aplicación y desarro-
llo del Estatuto para completar las

visiones meramente técnico-admi-
nistrativas, para pasar a continua-
ción a hacer una detallada exposi-
ción de la evolución histórica en
Europa de los conceptos de pueblo
y nación que enmarca globalmen-
te como perspectiva para abordar
seguidamente la cuestión nacional
vasca. El nacionalismo vasco es es-
tudiado desde sus orígenes hasta
la actual situación. Sabino Arana
transforma la reivindicación foral
histórica en reivindicación nacio-
nalista e independentista en el mo-
mento del surgimiento de la Re-
volución Industrial. Los caracteres
del nacionalismo sabiniano son bá-
sicamente para el autor: concep-
ción purista de la lengua vasca, la
raza, el teocratismo, la mitifica-
ción de la vida rural y la incom-
patibilidad y rechazo del naciona-
nalismo español (ésta sería una
diferencia notable respecto a la
concepción integradora del nacio-
nalismo catalán). Con posteriori-
dad, la historia del nacionalismo
vasco se desarrolla en torno a la
dialéctica intransigencia - modera-
ción. El fenómeno de la organiza-
ción ETA es explicado por la inter-
acción de los factores siguientes:
a) la ideología sabiniana radical
de consolidar al País Vasco como
territorio ocupado-, b) el régimen
político franquista; c) el misticis-
mo revolucionario.

Frente a los anteriores fracasos
de los intentos de resolver la cues-
tión vasca, el Estatuto de Autono-
mía es considerado positivo y es-
peranzador, debido a que se reco-
noce, por una parte, esa realidad
y se le concede el autogobierno y,
por otra, a la transformación del
Estado centralista y uniforme en
un Estado Autonómico como con-
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secuencia de la Constitución de
1978. Ahora bien, frente a esas es-
peranzas aparecen algunas som-
bras y dudas, a saber: el desarro-
llo del Estatuto, la intención de la
clase política, las leyes orgánicas
aprobadas y pendientes de apro-
bación, los criterios de interpreta-
ción del Estatuto, etc. Por último,
hay que decir que para el autor,
aunque considere positivo y posi-
bilista el Estatuto y su desarrollo,
no obstante le parece como un
primer paso y de contenido míni-
mo hasta conseguir el ideal: una
solución federal en la línea de la
tradición histórica federalista es-
pañola, cuyo exponente fue, curio-
samente, el catalán Pi y Margall.

Tras los anteriores estudios es-
tán los tres últimos, que tratan en
detalle diversos aspectos del régi-
men municipal. Estos son los si-
guientes: «El nuevo régimen de
suspensión de acuerdos locales»,
por Martín María Razquin Lizá-
rraga-, «La crisis como reductora
de derechos fundamentales: espe-
cial referencia a la coacción admi-
nistrativa directa», por Iñaki Agui-
rreazkuenaga Zaigorraga, y «La
municipalización de servicios: un
estudio diacrónico», por Félix Du-
cha Arrizabalaga.

Para concluir este breve comen-
tario señalaré que bienvenida sea
esta nueva publicación, que mues-
tra las inquietudes y problemas
de la institucionalización y des-
arrollo de la Comunidad Autóno-
ma Vasca, esperando que contri-
buya desde esa perspectiva a una
mejora y progreso de la doctrina
de las Administraciones Públicas
en España.

VARIOS AUTORES: Las Delegaciones
de Hacienda: su historia (1881-
1981), Instituto de Estudios Fis-
cales, Madrid, 1981, 1.396 pp.

1. Que un organismo o una ofi-
cina tomen su nombre del corres-
pondiente al funcionario que os-
tenta su jefatura no es usual, pues-
to que suele ser al contrario. Se-
ñalo esto porque la creación del
puesto y nombre de Delegado de
Hacienda en 1881 arrastraría pos-
teriormente la denominación de
Delegaciones de Hacienda en la
organización económica provin-
cial. Con anterioridad, el Delega-
do de Hacienda se había deno-
minado Intendente, denominación
que se conserva en Italia (Inten-
dente di Finanza), lo que sugie-
re la influencia de la rama borbó-
nica italiana sobre la francesa.
Puede va l e r esta consideración
porque a la hora de pensar en re-
organizaciones de la Administra-
ción periférica de la Hacienda Pú-
blica es más útil fijarse en la rea-
lidad italiana —procurando evitar
sus defectos— y no, como es cos-
tumbre, asomarse a las presuntas
virtudes del vecino del norte. Cito
como ejemplo una extensa colabo-
ración de F. Amitrano («Propues-
tas concretas para una eficaz re-
estructuración de la Administra-
ción financiera») en el número co-
rrespondiente al mes de noviembre
de 1976 de Amministrazione Tri-
buti e Finanze. Cualquier parecido
no se debe precisamente a mera
coincidencia casual.

2. La obra conmemorativa de
los Delegados de Hacienda se ocu-
pa de la historia centenaria de las
Delegaciones, con un contenido
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fundamentalmente descriptivo, con
apenas incursiones en dos campos
atractivos y necesarios: el examen
crítico de la situación actual y las
propuestas de reorganización y
mejora. Cada obra tiene una justi-
ficación y una finalidad —aquí,
aparentemente histórico-descripti-
va—, pero, aun admitiéndolo, no
parece justificado que los mejores
conocedores de la realidad econó-
mico-administrativa territorial se
hayan resistido a emitir juicios o,
al menos, a indicar otros caminos.
La reciente reorganización de la
Hacienda Pública (1979-1980) su-
ponía una buena ocasión para que
los Delegados la enjuiciaran. Y si
la obra alcanza la historia (1881-
1981) de las Delegaciones de Ha-
cienda, se estaba a tiempo y en
tiempo de hacerlo. Incluso el Ins-
pector General, en la Presentación,
dice: «Si hay algo en que los De-
legados de Hacienda sobresalen es,
precisamente, en ser Delegados de
Hacienda, y nada mejor que pedir-
les que como tales nos hablan con
ocasión de su centenario. Es preci-
samente en la exposición de sus
ideas, con la traslación al lector
de su experiencia, cómo los auto-
res pueden dar una cabal medida
de sus dotes excepcionales y a la
vez peculiares...» (p. 14). Desgra-
ciadamente, apenas se exponen
ideas; lamentablemente, casi no
se trasladan a los lectores expe-
riencias; las excepciones a este
juicio inicial son eso, excepciones.

3. Hacer historia de los Delega-
dos y de las Delegaciones de Ha-
cienda es contribuir a la historia
de nuestra Hacienda, que podemos
iniciar con «Los precedentes de los
Delegados de Hacienda hasta 1849»
(N. Fernández Feijoo) —magnífica

colaboración por sus Anexos, so-
bre todo el de fuentes documenta-
les para el estudio de la Hacienda
Pública en España, aunque plaga-
dos de erratas—; se sigue con
«Los Delegados de Hacienda en el
período 1849-1881» (J. M.a Laborda
Martín), «El Delegado de Hacien-
da en la Ley de 1881» (A. López
Boado), «El Delegado de Hacienda
en la Ley de 24 de junio de 1885»
(A. García-Aranda López), «Los
Reglamentos orgánicos de 11 de
mayo de 1888, 5 de agosto de 1893
y 13 de octubre de 1903, referidos
a los Delegados de Hacienda» . (R.
Hueso Chércoles) y «Los Delega-
dos de Hacienda a partir del año
1940» (J. M.a Saiz Saiz). En prin-
cipio, hay un enorme hueco entre
1903 y 1939, en que hay que situar
las disposiciones de la Dictadura
y de la República (fundamental-
mente, básico). Es precisamente
durante la Dictadura cuando se
intenta y se consigue algo en el
tema a que dedicamos el siguien-
te epígrafe.

4. La desconcentración de tra-
bajos, la tentaculización de la Ad-
ministración provincial, el acerca-
miento de la Administración al
administrado preocupa en el libro:
«La desconcentración de funciones
en la Hacienda Pública» (M. Gál-
vez y Gómez-Landero), una cola-
boración seria y sincera; «Las Ad-
ministraciones subalternas de Ha-
cienda 1888-1892» (J. Querol Moli-
na), «Las Depositarías Especiales
y las Administraciones de Hacien-
da» (J. Bennassar Aleo ver), con
conclusiones r e f l ex ivas , y «Las
Subdelegaciones de Hacienda» (J.
Trigo Daporta). Aunque hay algu-
nas referencias al fallido intento
de lo que se Uemó la Delegación

í i
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Modular (parte del proyecto de
Reorganización de la Administra-
ción territorial tributaria, Orden
de 21 de enero de 1974), aunque
llegara a crearse una Delegación
experimental en el d i s t r i t o de
Chamberí, de Madrid, es lo cierto
que esto no se ha recogido en for-
ma específica. Sus abortadas expe-
riencias hubieran tenido mucho
que decir en la hora actual de las
dubitativas, pacatas e improvisa-
das Administraciones de Hacienda.

5. Varias colaboraciones están
encaminadas al examen de las dis-
tintas unidades, presentes o preté-
ritas, integradas o dependientes de
las Delegaciones de Hac ienda :
«Las Administraciones de Adua-
nas» (J. M.a Salavarría Pascual),
«Las Tesorerías en las Delegacio-
nes de Hacienda» (L. Sanz Jimé-
nez), «Los Jurados tributarios de
ámbito provincial» (M. Martín San
José), «Los Jurados fiscales» (J. de
Ron Pedreira), «Los servicios re-
caudatorios en las provincias: es-
pecial consideración de las rela-
ciones entre Delegados de Hacien-
da y Recaudadores de Tributos»
(J. M.a Amiguetti Hidaldo) —con
unas consideraciones, inicial y fi-
nal, que pocas veces se ven escri-
tas—, «La Inspección tributaria en
las provincias desde 1881 a 1925:
breve resumen histórico» (I. López
Ruiz) —lástima de su carácter es-
quemático y de su detención pre-
cisamente en 1926—, «Las Unida-
des informáticas en las Delegacio-
nes de Hacienda» (C. Sainz-Terro-
nes Tejerina), un estudio cierta-
mente minucioso, «Los delegados
de Hacienda y la información ex-
terna (F. Ataz Hernández), «Las
Administraciones de Servicios en
las Delegaciones de Hacienda»

(L. Rodríguez Vázquez), «La Inter-
vención en las Delegaciones de Ha-
cienda» (O. Tarragón Igual), «Las
Juntas Administrativas y los Tri-
bunales de Contrabando» (A. Peña
Solsona), «Los Archivos provincia-
les de Hacienda 1881-1981» (I. Prie-
to Caro), «Los servicios catastrales
inmobiliarios en las Delegaciones
de Hacienda» (J. C. Bancielles de
la Vega), «La Abogacía del Estado
en las provincias: servicio de ase-
soramiento» (E. Botija Cabo) —en
un estudio más especulativo que
descriptivo—, «Las Administracio-
nes de Loterías» (E. Fernández Ló-
pez), «Las Administraciones de Pro-
piedades y las Secciones de Patri-
monio del Estado» (L. Echevarría-
Torres Tovar) —cuyas conclusio-
nes no comparto, por muy exten-
didas que estén: creo que la ges-
tión de las tasas fiscales debe te-
ner su asiento en la Dependencia
de Relaciones con los contribuyen-
tes, pues tampoco estoy muy se-
guro de que las máquinas recrea-
tivas no planteen problemas, pues
basta ver la atroz desconexión que
existe con los Gobiernos Civiles—,
«Las Administraciones de Hacien-
da en el período 1885-1886» (R. Gon-
zález Fernández y E. Lledó López),
«Las Administraciones de Contri-
buciones, de Rentas y de Tributos»
(M. Haro Cremades) —una colabo-
ración directa y polémica, con
premoniciones hoy ya justificadas,
aunque no comulgue con ellas,
pero eso hay que hacer: decir y
razonar por escrito y con publici-
dad— y «La Sección de Contribu-
ción sobre la Renta» (F. Casado
Vicente).

6. Otro bloque de colaboracio-
nes se refieren a la figura del De-
legado de Hacienda en relación
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con determinadas funciones con-
cretas, bloque que viene a comple-
tar al anterior, y en ocasiones a
solaparse con él: «Los Delegados
de Hacienda y la investigación de
propiedades y derechos del Esta-
do» (P. Martín de Nicolás Cabo),
«Los Delegados de Hacienda en el
enlace de las gestiones tributaria
y recaudatoria» —con sorprenden-
tes referencias bíblicas—, «Los De-
legados de Hacienda y las infrac-
ciones de contrabando» (M. Ferrer
Sot), «El Delegado de Hacienda en
la legislación patrimonial del Es-
tado» (J. Montabes Moreno), «Los
Delegados de Hacienda y los ser-
vicios de represión del contraban-
do» (J. Ripa Echarri). Los solapa-
mientos se ven aún más claros:
«Los Delegados de Hacienda y la
devolución de ingresos indebidos»
(J. Tomás Biosca), «Los Delegados
de Hacienda, y los ingresos inde-
bidos» (J. del Valle García), «La
diferenciación entre los actos de
gestión y las reclamaciones que
contra ellos se promuevan: los De-
legados de Hacienda y los Tribu-
tos Económico - Administrativos»
(J. Camacho García), «Los Delega-
dos de Hacienda y la vía económi-
ca-administrativa» (J. Gómez Mar-
tino), «Los Delegados de Hacienda
y la adjudicación de bienes a la
Hacienda Pública por débitos tri-
butarios» (F. A. Rodríguez Arroyo).

7. El siguiente grupo gira en
torno a la figura del Delegado de
Hacienda en su aspecto estatuta-
rio; en cuanto al estatuto perso-
nal: «El Delegado de Hacienda:
honores y distintivos» (J. Fernán-
dez Vázquez), «El Delegado de Ha-
cienda: incompatibilidades» (F. M.
Labora Laforeada), «El problema
de las incompatibilidades de los

Delegados de Hacienda» (R. Hue-
so Chércoles) y «El cargo de Dele-
gado de Hacienda: condiciones y
derechos»; en cuanto al estatuto
de relación, «La presencia de Dele-
gados de Hacienda en órganos es-
tatales ajenos a la Hacienda Pú-
blica» (A. Vaca Page), «Los Dele-
gados de Hacienda en sus relacio-
nes con los Gobernadores Civiles»
(J. A. Rozas Barriga), «Los Dele-
gados de Hacienda en sus relacio-
nes con las Diputaciones Provin-
ciales» (E. Calvete Ade) y «Los De-
legados de Hacienda en sus re-
laciones con los Ayuntamientos»
(F. Clavijo Calvo), un buen trabajo
de recopilación y actualización en
una normación elefantiásica. En
este apartado se echa de menos el
candente tema autonómico.

8. Una nueva agrupación cabe
hacerse en torno a las Delegacio-
nes de Hacienda consideradas uni-
tariamente, aunque se estudien
particularidades de a l g u n a s de
ellas: «Las relaciones de los Cen-
tros . directivos del Ministerio de
Hacienda y las Delegaciones de
Hacienda» (M. Gustemps Ferrer),
«Las Delegaciones de Hacienda en
general: su clasificación» (A. Her-
nández Ortega) —un trabajo muy
completo—, «La organización de
las Delegaciones de Hacienda du-
rante los últimos cien años» (C. Pa-
lacios Escario) —con un contenido
crítico en ocasiones—, «Las Dele-
gaciones de Hacienda en las pro-
vincias vascongadas y Navarra»
(A. L. Santiago de la Calle) y «Las
Delegaciones de Hacienda en las
islas C a n a r i a s : peculiaridades»
(M. Ferrer Sot y J. A. Rubio Ber-
mejo).

9. Una miscelánea final, obliga-
toria por la falta de encaje de sus
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temas en la convencional agrupa-
ción de temas que hemos hecho:
«Los Delegados de Hacienda en las
leyes de Administración y Conta-
bilidad de la Hacienda Pública
(1850, 1870 y 1911)» (J. M. Martínez
Berga), «El. Delegado de Hacienda
en la Ley General Tributaria»
(B. Muiños Cortizo), «Un Delegado
de Hacienda: D. Mariano Jesús
Altolaguirre» (J. Rovira Ferrer)
—todo un personaje—, «La mora-
toria fiscal» e «Instrumentos y mé-
todos para la gestión fiscal (ambos
trabajos de E. de Pablo Olazábal,
este último en un lenguaje colo-
quial y con gotas de humor ) ,
«Nuestra medalla conmemorativa»
(J. M.a Laborda Martín) y «Los Se-
gundos Jefes y los Subdelegados
de Hacienda (época contemporá-
nea)» (A. Martínez Palomino); hay
que hacer notar que el nombre de
Subdelegado es anterior histórica-
mente al de Delegado.

10. Hemos de obtener algunas
conclusiones de esta apretada re-
censión, y pueden ser: en una obra
colectiva es lógico que existan rei-
teraciones y altibajos, lo mismo
que es normal el que, en una obra
conmemorativa, se tienda mas a
contemplar el camino recorrido
que por recorrer. Pienso, y ya lo
advertí al principio, que también
podía haber sido la ocasión de que
los mejores conocedores de la rea-
lidad económico-administrativa te-
rritorial nos ofrecieran una visión
crítica del presente y una perspec-
tiva del futuro. En los primeros
meses de 1974 se celebró la I Re-
unión Regional de Delegados de
Hacienda (edición, junto con las
I Jornadas de Estudios de la Ins-
pección General del Ministerio de
Hacienda, bajo el nombre de «Jor-

nadas de Estudio sobre la Hacien-
da Pública Española», 1975); de
aquellos 56 Delegados permanecen
17, y vale la pena releer sus tra-
bajos, sus propuestas, sus inquie-
tudes, que nos hacen pensar en
que fue la última vez —1974— en
que una brisa de impulsos renova-
dores consiguió hacer drapear el
viejo velamen de la anquilosada
estructura de la organización pe-,
riférica de nuestra Hacienda Pú-
blica.

El libro contiene un Anexo en
que figuran los nombramientos y
ceses de Delegados de Hacienda
en las distintas Delegaciones du-
rante los años 1881 a 1981. Me hu-
biera gustado ver ahí mi nombre,
no tanto por haber sido Jefe de
Delegación de Hacienda «con la
consideración de Delegado de Ha-
cienda de categoría especial a to-
dos los efectos» (Decreto 188/1975,
de 24 de enero, Boletín Oficial del
Estado del 20 de febrero siguien-
te), sino porque ello supondría ha-
ber accedido a un puesto honroso
y honrado por todos los que lo han
servido.

ALFONSO MANTERO SÁEZ

Estudios conmemorativos de la Ins-
pección General de la Hacienda
Pública. Instituto de Estudios Fis-
cales, Madrid, 1981, 670 pp.

La Inspección General de la Ha-
cienda Pública fue creada por Real
Decreto de 24 de febrero de 1881
(fotocopia del mismo aparece en-
cabezando este libro). Los actuales
inspectores han conmemorado esta
efemérides con la máxima digni-
dad, publicando una obra escrita
por ellos mismos.
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Se atore el libro (tras una pre-
sentación de Aurelio García Mar-
tín) con un trabajo del propio Gar-
cía Martín sobre «Las funciones
de la Inspección General de la Ha-
cienda Pública», donde, tras anali-
zar aquéllas, llega a la conclusión
de que esencialmente estas funcio-
nes son de control, y que gracias
a ellas la política ministerial se
transmite a las medidas que han
de ejecutarla.

Francisco Javier Paramio Fer-
nández se ocupa de «La Inspección
de los Servicios en la Administra-
ción Civil del Estado: Su regu-
lación», distinguiendo las diferen-
tes inspecciones en cada uno de
los Ministerios (con sus, a veces,
inexplicables diferencias), y ana-
lizando los Decretos de 10 de no-
viembre de 1978 y 2 de diciembre
de 1980.

«La Comisión coordinadora de
las Inspecciones Generales de la
Administración del Estado» es es-
tudiada por Luis Perezagua Cla-
magirand, evocando su trayecto-
ria temporal y sus tareas actua-
les, a partir de la aparición de las
«Directrices».

Gabriel del Valle Alonso escribe
sobre el tema «Estatuto-Ficción de
la Inspección General de la Ha-
cienda», donde tras una festiva in-
troducción expone en sólo 26 ar-
tículos un proyecto de estatuto
perfectamente serio y deseable.

Joaquín Gutiérrez del Álamo se
ocupa de «Las Inspecciones Gene-
rales en el Derecho comparado»,
analizando los casos de Francia,
Bélgica y Portugal, tras una in-
troducción con alusiones a otros
países.

Manuel García Comas escribe
sobre «La Inspección General co-

mo órgano de la Subsecretaría de
Hacienda y su relación con los cen-
tros directivos del Departamento»,
y tras exponer los antecedentes so-
bre el tema, estudia especialmente
las relaciones entre la Inspección
y las Direcciones Generales de lo
Contencioso y de Aduanas e Im-
puestos especiales.

«La Inspección General y las Co-
munidades Autónomas» es el tema
que tratan en su trabajo conjunto
Juan Manuel Ruigómez Iza y Ma-
nuel María de Uriarte Zulueta, dis-
tinguiendo los temas de a) la fi-
nanciación de las Comunidades, y
b) la Inspección General y la si-
tuación financiera de las Comuni-
dades.

Comienzan por señalar la crisis
europea de los Estados nacionales
(la cual creo yo que sólo es cier-
ta en tanto en cuanto aparecen
fórmulas supra-estatales), y seña-
lan también la similitud fiscal en-
tre el Estado de las Autonomías y
el Estado federal.

Subrayan la pésima calidad jurí-
dica del título VIII de la Consti-
tución, y los gravísimos problemas
que va a suscitar: «Es la compe-
tencia para e s t a b l e c e r tributos
—dicen— la que plantea mayores
problemas.» Citan el artículo 133,
y añaden: «Difícilmente se puede
tratar con mayor ligereza un tema
de tanta importancia.» Yo trans-
cribiría aquí, si pudiera, este inte-
resante trabajo, valiosa llamada de
atención para evitar lo que puede
acabar siendo una situación de
caos.

En la segunda parte de este tra-
bajo, partiendo de la base de que
a la Inspección de Hacienda «no le
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corresponde normalmente la ins-
pección de los servicios financieros
de las Comunidades», aclaran:

a) Que, sin embargo, existe una
alta inspección de ciertas activi-
dades financieras (no previstas en
la Constitución, pero sí en los Es-
tatutos), no encomendada a nin-
gún órgano de Estado en particu-
lar, y ejercitable por el Ministerio
de Hacienda.

b) Ha de existir, igualmente,
una inspección de la gestión de
los Tributos estatales cedidos a las
Comunidades Autónomas.

«La segunda etapa de la Inspec-
ción General» es el tema de Juan
Antonio Ortiz García, y en él es-
tudia la recreación de la Inspec-
ción por Ley de 3 de septiembre
de 1941.

Julio Banacloche Pérez trata de
«La Inspección General y la pro-
puesta de modificaciones normati-
vas», estudiando las modificacio-
nes relativas a normas nuevas o a
modificación de las existentes que
en la Inspección se elaboran.

«Los Inspectores de los servicios
y la gestión del nuevo impuesto
sobre la renta de las personas fí-
sicas» es el trabajo de Fernando
Breña Cruz, y expone en él la me-
cánica requerida para analizar los
resultados en 1980 de la nueva con-
figuración del citado impuesto.

«La Inspección General y las ofi-
cinas presupuestarias» es el tema
de Luis Beneyto Juan. En él estu-
dia estas oficinas, las cuales defi-
ne como un sistema de programa-
ción de gastos y seguimiento de los
mismos, inexistente hasta ahora.

«La Inspección de los Servicios
y la selección, perfeccionamiento
y promoción personal» es el tema

de Jorge Buireu Guarro, donde lle-
ga a la conclusión de que dicha
Inspección es un elemento clave
en toda política de personal.

Carlos García de Vinuesa y Za-
bala se ocupa de «La Escuela de
Inspección Financiera y Tributa-
ria», prepugnando que la escuela
se convierta en una Escuela de Ad-
ministración Financiera al servicio
de todos los colectivos que trabajan
en el Ministerio de Hacienda.

«La Inspección General, el con-
trol y el interés público» es el te-
ma de Santiago Herrero Suazo. En
él estudia puntos tales como el
control de la legalidad, la tutela
administrativa y de los caudales
públicos, así como el de «la contra-
inspección».

Carlos Hernández de la Torre y
Galán se ocupa de «La información
y la Hacienda Pública», sostenien-
do que la función informativa de
la Hacienda española «es hoy una
realidad espléndida».

«La Inspección General de Ha-
cienda y la contrainspección tri-
butaria» es el trabajo de César Al-
biñana García-Quintana. Comien-
za por sostener los antecedentes
de «La Inspección de la Inspec-
ción», concretamente ¡la actuación
de la Inspección de los Servicios
sobre la de los Tributos (conside-
rando a ésta un servicio más), y
concluye que el artículo 154, b),
de la Ley General Tributaria gene-
raliza el sistema. Aborda después
el problema de las especialidades
hacendísticas en orden a la revi-
sión de actos administrativos (tan
criticados por la doctrina), pero
que el autor defiende, al menos las
especialidades contenidas en los
artículos 153 y 154, a), de la Ley
General Tributaria.
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«Las competencias financieras en
las constituciones españolas» es el
tema de Fernando Benzo Mestre.
Analiza las Constituciones de 1812,
1837, 1845, 1869, 1876, 1931, el Pro-
yecto Federal de 1873, lo que cu-
riosamente llama «Leyes Funda-
mentales del Estado Naciona l»
(1936-1975) (no puedo creer que el
autor piense que en los demás mo-
mentos el Estado no fue Nacional)
y la Constitución vigente, a la que
dedica casi la totalidad del estu-
dio, señalando los gravísimos da-
ños que se seguirían de la desa-
parición de un sistema tributario
estatal.

«Las nuevas orientaciones en el'
control de gestión aplicadas al gas-
to público» es el tema de José Ma-
ría Fernández Pirla, exponiendo la
evolución de la censura de cuen-
tas en España, y lo que pudiera
ser el contenido de una jurisdic-
ción contable.

Ángel Marrón Gómez se ocupa
de «El Tesoro Público, sus fun-
ciones», y reproduce el estudio in-
troductorio que elaboró el autor
para la traducción de la obra de
Bloch-Laine y Vogüe titulada «El
Tesoro Público y el movimiento
general de fondos», obra hace tiem-
po agotada.

«Reflexiones sobre el sistema tri-
butario español» es el tema de Luis
Toledo Freiré. Estudia la evolución
hacia un impuesto único sobre la
renta, así como el problema del
concepto de plusvalías.

Alfonso Gota Losada estudia
«La historia de la imposición per-
sonal en España (1810-1926)», exa-
minando el Impuesto de Cédulas
Personales, el Repartimiento Gene-
ral de Utilidades, el Proyecto de

Contribución General sobre la Ren-
ta de 1913 y el del Impuesto sobre
Rentas y Ganancias de 1926.

«Las exenciones tributarias. Es-
tudio cualitativo y cuantitativo»
es el trabajo de Joaquín Soto
Guinda, donde tras distinguir las
exenciones en cada uno de los di-
ferentes tributos, estudia el Presu-
puesto de Gastos Fiscales en Es-
paña (para el presente año as-
ciende a un 18 por ciento del total
de ingresos).

«El concepto de sociedad en el
texto refundido de la Ley del Im-
puesto de Transmisiones Patrimo-
niales y Actos Jurídicos Documen-
tados» es el trabajo de Luis Ca-
zorla Prieto, donde estudia cuatro
supuestos límite que alude el ar-
tículo 22 del texto vigente: las
cuentas, la participación; la co-
propiedad de bienes-, la comuni-
dad de bienes constituida por ac-
tos «inter vivos», y las comunida-
des constituidas u originadas por
actos «mortis causa».

José Manuel Otero Novas estu-
dia «Los pactos fiscales»: lo cen-
tra en el análisis, desde el punto
de vista jurídico, de los privile-
gios fiscales otorgados en la CTNE,
llegando a la conclusión de que
en la esfera central aquéllos
sólo subsisten si están recogidos
en las normas que regulan cada
impuesto, y en el local han des-
aparecido.

«El ordenamiento de la actividad
punitiva del Estado en la esfera
tributaria» es el tema de Joaquín
del Pozo López. Analiza la aplica-
bilidad del artículo 319 del C.P. y
la del Decreto de Medidas Urgen-
tes de 14 de noviembre de 1977.

«Los Cuerpos Especiales del Mi-
nisterio de Hacienda» es el tema
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de Ildefonso Sánchez González.
Analiza el origen, evolución, se-
lección, competencia y perspecti-
vas de catorce Cuerpos adscritos
al Ministerio de Hacienda.

Se cierra el volumen con un tra-
bajo de Juan Francisco Martí Bas-
terrechea sobre «Quiénes fueron y
quiénes son los Inspectores de los
Servicios del Ministerio de Hacien-
da», donde aporta el curriculum
vitae de los cuarenta y tres miem-
bros que el Cuerpo tiene o ha te-
nido.

JOSÉ LUIS GONZÁLEZ-BERENGUER
y URRUTIA

SALAS, JAVIER: «Beneficios y cargas
derivados de la ordenación urba-
nística (recuperación de plusva-
lías, compensaciones y técnicas
de distribución equitativa». Re-
vista de Administración Pública,
número 92, mayo-agosto 1980, pá-
ginas 45-151.

Sumario: I. INTRODUCCIÓN: PLANTEAMIENTO

CONSTITUCIONAL DEL TEMA.—II. LAS RELACIONES

ENTRE EL DERECHO DE PROPIEDAD i EL «IUS

EDIFICANDI»: 1. La cuestión antes de la LS
de 1958. 2. Lo cuestión tras la LS de 1958 y
la reforma de ésta de 1975-76: A) Observa-
ciones de carácter general . B) Condiciones
y requisitos pa ra edificar.—III. LA INTERVEN-
CIÓN ADMINISTRATIVA EN EL MERCADO INMOBILIA-
RIO: 1. El desconocimiento del mercado
inmobiliario por la Administración: A)
La inexistencia de derechos de adquisi-
ción preferente en favor de los entes pú-
blicos y las previsiones del reciente pro-
yecto de ley de Valoración del Suelo.
B) La imposición sobre los bienes inmue-
bles y la falta de comunicación efectiva
entre la Administración tributaria y la
urbanística. 2. El control del mercado
inmobiliario por la Administración: A) El
principio general de la libertad de tran-
sacciones por los particulares. B) Las es-
pecialidades de la legislación sobre los
bienes histórico-artísticos y los espacios

naturales protegidos. 3. La adquisición de
terrenos por la Administración: A) Medios
de adquisición. B) Modos de utilización de
las terrenos adquir idos por la Administra-
ción.—IV. LA RECUPERACIÓN DE LAS PLUSVA-

LÍAS URBANÍSTICAS POR LA COMUNIDAD: 1. Ob-
servaciones de carácter general. 2. El
deber de contribuir a los gastos de urba-
nización. 3. Las cesiones gratuitas y obli-
gatorias de terrenos. 4. La cesión parcial
del aprovachamiento medio. 5. Lo expro-
piación forzosa. 6. Técnicas de naturaleza
tributaria: A) El impuesto municipal sobre
el incremento del valor de los terrenos.
B) El impuesto sobre la renta de las per-
sonas físicas y el gravamen de las plus-
valías inmobiliarias. C) El impuesto mu-
nicipal sobre solares. D) El impuesto mu-
niciopal sobre la radicación. E) Las con-
tribuciones especiales.—V. COMPENSACIONES
DEBIDAS A LOS PROPIETARIOS DE TERRENOS AFEC-

TADOS POR U N EXCESO DE CARGAS DERIVADAS DE

LA ORDENACIÓN URBANÍSTICA O PERJUDICADOS POR

_OBRAS DE URBANIZACIÓN: 1'. Vinculaciones o

limitaciones singulares del derecho de pro-
piedad sobre determinados terrenos no
compensados adecuadamente «o priori»:
A) El tema de la LS. B) El tema en la
legislación sectorial no urbanística. C) El
supuesto concreto de las vinculaciones de-
rivadas de declaraciones de monumentos
o conjuntos histórico-artísticos. D) Moda-
lidades y procedimiento de indemnización
de las cargas no compensadas con bene-
ficios derivados de la ordenación urbanís-
tica. 2. Daños derivados de la realización
de determinadas obras o servicios públi-
cos.—VI. EL PRINCIPIO DE EQUIVALENCIA ENTRE

BENEFICIOS Y CARGAS DERIVADOS DE LA ORDENA-

CIÓN URBANÍSTICA T LAS TÉCNICAS DE DISTRI-

BUCIÓN EQUITATIVAS DE UNOS Y OTRAS ENTRE LOS

PROPIETARIOS DE SUELO: 1. El p r i M C Í p i O de

equivalencia entre beneficios y cargas de-
rivados de la ordenación urbanística. 2.
Las técnicas de distribución equitativa de
los beneficios y cargas derivados del pla-
neamiento urbanístico entre los propieta-
rios del suelo.- A) Planteamiento general
del tema. B) La distribución equitativa de
beneficios y cargas en actuacionse relati-
vas a suelo urbanizable. O La distribu-
ción equitativa de beneficios y cargas en
actuaciones en suelo urbano.

El trabajo constituye la Ponen-
cia española presentada por el au-
tor al II Coloquio Internacional,
organizado bajo los auspicios del
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Institut de Droit Comparé, de la
Universidad de Dijon, y celebrado
en 1981 en torno al tema de Le re-
gime juridique des moins-values et
plus-values d'urbanisation.

Salas hace un detallado estudio
de la incidencia de las normas so-
bre el derecho de propiedad, a la
vista del Derecho vigente en Espa-
ña, así como de las repercusiones
que sobre aquél ejercen los precep-
tos urbanísticos en orden a deter-
minar los beneficios y las cargas,
las ventajas y gravámenes que hoy
han de asumir los titulares de bie-
nes inmuebles.

Sobre el particular, la Constitu-
ción marca unas pautas que sirven
de criterios orientativos y cuya
mejor expresión se realiza en el
artículo 33, que se refiere al dere-
cho de propiedad. A partir de los
mandatos constitucionales, el au-
tor va analizando sucesivamente,
con abundante referencia a la le-
gislación y también a la jurispru-
dencia del Tribunal Supremo, cues-
tiones como son las relaciones hoy
existentes entre el derecho de pro-
piedad y el llamado ius aedifican-
di; la actuación administrativa en
el tráfico inmobiliario que, entre
nosotros, es muy deficiente debido
a la carencia de unas técnicas ju-
rídicas adecuadas para ello: la re-
cuperación por la comunidad so-
cial de las plusvalías generadas
por las actividades urbanísticas y
que los aumentos de valor no pue-
den ir a parar a manos de unos
cuantos ciudadanos-, las' compen-
saciones a otorgar a los propieta-
rios que tengan que soportar car-
gas especiales o se vean perjudica-
dos por las obras de urbanización,
y, por último, el logro de una jus-

ta equivalencia entre los benefi-
cios y las cargas derivados unos y
otras de la ordenación urbanística
y de la acción urbanizadora.

Una nota bibliográfica sobre las
citas recogidas a lo largo del tra-
bajo y una breve addenda que alu-
de a posteriores reformas norma-
tivas cierran, a 1 de noviembre de
1980, el contenido de la exposición
desarrollada por Javier Salas, pro-
fesor agregado de Derecho Admi-
nistrativo.

LEGUINA VILLA, JESÚS : «La respon-
sabilidad del Estado y de las en-
tidades públicas regionales o lo-
cales por los daños causados por
sus agentes o por sus servicios
administrativos». Revista de Ad-
ministración Pública, núm. 92,
mayo-agosto 1980, pp. 7-44.

Sumario: I. INTRODUCCIÓN: 1. El sistema
de responsabilidad patrimonial de la Ad-
ministración pública anterior a la LEF.
2. El sistema vigente a partir de la Ley-
de Expropiación Forzosa de 1954.—II. EL
CAMPO DE APLICACIÓN: 1. El funcionamiento
en los Servicios públicos. 2. Actividades-
incluidas dentro de la cláusula general:
actos normativos, actos administrativos
singulares, actos materiales, omisiones. 3.
Exclusiones de responsabilidad. — III. EL
FUNDAMENTO DE LA RESPONSABILIDAD: 1 . Signi-
ficado y finalidad de la responsabilidad
patrimonial de la Administración. 2. Re-
quisitos del perjuicio indemnizable: A)
La antijuridicidad del perjuicio. B) Per-
juicio efectivo, evaluable económicamente
e individualizado. 3. El nexo causal. 4.
Criterios de imputación del perjuicio a
la Administración: A) El funcionamiento
anormal de los Servicios públicos: impu-
tación por culpa o ilegalidad. B) El fun-
damento normal de los Servicios públi-
cos: imputación por riesgo.—IV. LA EX-
TENSIÓN DE LA INDEMNIZACIÓN: 1. El prínci-
pio general de la reparación integral. 2.
Modalidades de la reparación. 3. Exten-
sión de la indemnización. 4. Limitaciones:
de la indemnización.—V. LA PARTE HESPONSA-
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BLE. 1. La Administración pública respon-
sable. 2. Los agentes públicos. 3. Vías de
recurso: A) Vía administrativa y vía ju-
dicial contencioso administrativa: a) La
reclamación administrativa; b) La vía ju-
dicial contencioso-administrativa-, c) Las
vías de reclamación en los casos de daños
causados por un acto administrativo. B)
Vía judicial ordinaria. 4. Reglas especia-
les concernientes a los actos de las auto-
ridades y de los servicios judiciales.

El texto que comentamos corres-
ponde a la Ponencia española pre-
sentada por el autor al IX Colo-
quio de Derecho Europeo, organi-
zado por el Consejo de Europa, y
celebrado en Madrid en el mes de
octubre de 1979. Se trata de una
sistematizada exposición de nues-
tro Derecho en torno al tema ca-
pital de la responsabilidad de los
entes públicos en general, abar-
cando los diversos aspectos de la
misma a nivel doctrinal, normati-
vo y jurisprudencial.

Leguina Villa hace una breve in-
troducción para explicar cómo sur-
gió entre nosotros el principio ge-
neral de la responsabilidad patri-
monial del Estado por causa de
los daños producidos a los particu-
lares, señalando como hito decisi-
vo la Ley de Expropiación Forzosa
de 1954, completada después por la
Ley de Régimen Jurídico de 1957.
Nuestra Constitución no ha per-
manecido al margen de la cues-
tión, como lo demuestra el artícu-
lo 106, 2, que ha venido a perfec-
cionar todavía más la anterior for-
mulación positiva,

A continuación se estudia el cam-
po de aplicación que queda aco-
tado por los daños que tengan su
origen en el funcionamiento de los
servicios públicos que, como señala
el autor, «comprende, por tanto,
toda la actividad subjetivamente

administrativa, regulada objetiva-
mente por el Derecho administra-
tivo». Y «el funcionamiento de los
servicios públicos» —añade— «al-
canza a todo tipo de actividades
extracontractuales llevadas a cabo
por la Administración», incluyén-
dose tanto los actos normativos
como los no normativos, tanto las
actuaciones materiales como las
omisiones propiamente dichas.

Un nuevo ámbito a considerar
es el que atañe al fundamento de
la responsabilidad, habiéndose des-
plazado la atención del legislador
«desde el autor o la conducta cau-
sante del daño hacia la víctima del
mismo». Por ello, la responsabili-
dad es de carácter objetivo, dado
que la culpa ya no es el funda-
mento de todo el sistema indemni-
zatorio español. Y en cuanto al
daño a indemnizar, ha de reunir
determinados requisitos o condi-
ciones que el autor expone con de-
talle.

También es interesante referirse
a la extensión de la indemnización
que ha de ser concedida a los par-
ticulares afectados. Nuestro Dere-
cho no contiene ninguna norma
que regule la cuantía de la indem-
nización, por lo que la labor se ha
encomendado a los jueces, sin que
los resultados ob ten idos hayan
sido muy satisfactorios hasta la fe-
cha. Hay que hablar de «una re-
paración integral», en cuanto sir-
ve para restablecer totalmente «el
status patrimonial» de la persona
o individuo que ha sufrido el per-
juicio antijurídico correspondiente.

Un último punto es el que se re-
laciona con los sujetos o actores
responsables. El régimen descrito
se aplica a todas nuestras Admi-
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nistraciones públicas y, en este
sentido, la unidad de todo el sis-
tema ha sido ratificada por la pro-
pia Constitución. Y para hacer
efectivos sus derechos, los par-
ticulares pueden apelar a diversas
vías, administrativa y j ud i c i a l ,
existiendo reglas específicas cuan-
do se trate de actos que proceden
de autoridades y servicios de la
Administración de Justicia.

DE ESTEBAN ALONSO, ALFONSO: Las
áreas metropolitanas en España:
Un análisis ecológico. Centro de
Investigaciones Sociológicas, Ma-
drid, 1981, 278 pp.

Sumario: Prólogo. 1. Introducción. 2. Los
conceptos básicos. 3. Criterios para deli-
mitar áreas metropolitanas. 4. Áreas me-
tropolitanas españolas: Delimitaciones es-
peciales. 5. Jerarquía de las ciudades:
Teorías. 6. Análisis jerárquico de las áreas
metropolitanas españolas. 7. Conclusiones.
8. Bibliografía. 9. Anexo: Municipios que
se agregan entre 1970-1985 a las áreas me-
tropolitanas delimitadas en 1970. Mapa
nacional con las delimitaciones de las
áreas metropolitanas españolas. Años 1960,
1970, 1975.

El trabajo que se noticia consti-
tuye la tesis doctoral presentada
por el autor, en 1977, en la Uni-
versidad Complutense, y premiada
por el Instituto de Estudios de Ad-
ministración Local en el curso aca-
démico 1976-77.

De Esteban Alonso, actualmente
profesor ad jun to contratado de
Ecología Humana en la Facultad
de Ciencias Políticas y Sociológicas
de la Universidad antes citada, es-
tudia desde el ángulo ecológico el
fenómeno de n u e s t r a s grandes
áreas metropolitanas. Dado que los
asentamientos de población de un

país se distribuyen en tamaños se-
gún una ley con arreglo a la cual
se da una relación matemática en-
tre la población de una determi-
nada ciudad y la población de la
ciudad más poblada de la nación,
se trata en la presente obra de
comprobar empíricamente si nues-
tras áreas metropolitanas delimita-
das por los organismos oficiales
cumplen o no la citada ley o re-
gularidad de la jerarquía de ciu-
dades.

En la primera parte se hace una
sistematización de los conceptos
básicos y más elementales y se re-
coge la legislación española sobre
la materia. En la segunda se ex-
ponen y critican los conceptos ma-
nejados para delimitar las áreas
metropolitanas, a la vez que se
presentan los c r i t e r i o s oficiales
aplicados y otros nuevos para la
delimitación de éstas. En la ter-
cera se describen las áreas me-
tropolitanas oficialmente fijadas,
así como su trayectoria y pos-
terior evolución, con una valora-
ción crítica del proceso seguido.
En la cuarta se explican algunas
de las teorías sobre la jerarquía y
sistemas de ciudades que hoy más
interesan. Y, en la quinta y últi-
ma, se hace una aplicación al caso
español de la citada teoría de la
jerarquía de ciudades, centrándose
la atención en la ecuación de la
regla rango-tamaño; observándose
que se cumple en alta proporción
en el conjunto de nuestras áreas
metropolitanas, si bien existen cier-
tas distorsiones que el autor estu-
dia y explica detalladamente.

Como remate del libro, se ofre-
cen las conclusiones generales de
la investigación llevada a cabo, la
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bibliografía empleada por el autor
y un anexo en el que se recogen
para 1985 los municipios que se
van a incorporar a las respectivas
áreas metropolitanas delimitadas
en 1970, a medida que se vayan
cumpliendo los criterios utilizados
oficialmente para definirlas.

SEPE, ONORATO.- «La planification
sanitaire dans les rapports entre
Etat y Regions en Italie», Revis-
ta Internacional de Ciencias Ad-
ministrativas, núm. 3, 1980, pági-
nas 233-236.

En el marco de la regionaliza-
ción y de la ordenación de las re-
laciones entre el Estado y las re-
giones, es preciso señalar en Italia
la Ley de 23 de diciembre de 1978,
que creó el Servicio Sanitario Na-
cional y que, como dice el autor,
«es una de las más importantes y
de las más fecundas promulgadas
en estos últimos años».

El Servicio Sanitario Nacional
ha sido montado sobre tres nive-
les básicos: Estado, Región y Uni-
dades Sanitarias Locales. Precisa-
mente, la novedad fundamental ra-
dica en estas unidades, a cada una
de las cuales se le ha de asignar
un territorio y un conjunto de be-
neficiarios calculados según crite-
rios racionales (de 50.000 a 200.000
habitantes). Se busca, en todo caso,
conseguir para todos los ciudada-
nos, sin ningún tipo de discrimina-
ción, una asistencia que sea eficaz
y debidamente coordinada.

Un problema capital a conside-
rar es el de los costes, porque se
ha empezado a pasar de una con-
cepción de ayuda a los menestero-

sos y necesitados a otra concep-
ción más moderna que valora al
Estado y los poderes públicos como
responsables directos de la sani-
dad. También hay que subrayar
las relaciones que resultan entre
el Estado y las regiones a la hora
de planificar y abordar los proble-
mas asistenciales y sanitarios, ya
que si aquél determina los objeti-
vos a cumplir, corresponde a los
entes regionales aportar su con-
curso y participación. Participación
que algunos autores no han duda-
do de calificar de simbólica.

En el tema que nos ocupa, las
regiones deben ser oídas y han de
comprometerse en la planificación
sanitaria. Sin embargo, la ley no
detalla los modos y vías de parti-
cipación de aquéllas, y, de otra
parte, las posibilidades financieras
de las regiones son muy limitadas.

La planificación debe definir la
dimensión óptima de rentabilidad
de un servicio según los recursos
disponibles, y toda la ley a que
nos venimos refiriendo va unida a
este criterio, estipulando los servi-
cios mínimos que se pueden con-
ceder en materia de sanidad. La
ley establece que el fondo sanita-
rio local se acordará cada año por
ley gubernamental, repartiéndose
las sumas asignadas entre las re-
giones según determinados crite-
rios. Y son éstas las que las distri-
buyen entre las unidades sanita-
rias locales, con lo que se consigue
una mayor responsabilidad colec-
tiva ante los gastos.

Estas observaciones, y otras que
podrían añadirse, demuestran, se-
gún el autor, profesor de la Uni-
versidad de Roma, que «el servicio
es nacional, pero gestionado por
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los órganos locales»; añadiendo
que no son pocos los problemas
que surgen a la hora de aplicar y
dar cumplimiento a los planes sa-
nitarios.

S. GRAHAM, LAWRENCE: «Centraliza-
tion versus Descentralization Di-
lemmas in the Administration of
Public Service». Revista Interna-
cional de Ciencias Administra-
tivas, núm. 3, 1980, pp. 219-232.

Sumario: El estado de nuestros conoci-
mientos. El modelo de perfecto-goberna-
dor. El sistema prefectoral en la sociedad
socialista. El modelo de la autonomía
local. Opciones gubernamentales en la
administración de los Servicios públicos.

En el orden económico se dan
dos opciones: la centralización o
la descentralización. Mientras la
primera busca dirigir el desarrollo
desde una instancia central, la se-
gunda aspira a conceder una au-
tonomía creciente a los poderes lo-
cales. No obstante, la distinción
apuntada tiende a difuminarse de-
bido a la complejidad derivada del
papel, cada vez más intenso, del
Estado en todas las cuestiones so-
ciales y económicas de n u e s t r o
tiempo.

Pese a que la disyuntiva centra-
lización-descentralización es un te-
ma muy actual, no hay un estudio
comparativo que resulte sistemá-
tico y globalizador. En todo caso,
se pueden establecer algunas for-
mulaciones generales de forma que
mientras la centralización se fun-
damenta en la capacidad de deci-
sión de unas minorías, la descen-
tralización va más vinculada a los
ideales y postulados de las socie-
dades democráticas.

El modelo, de origen francés, se
apoya sobre la figura del prefecto-
gobernador, que dirige las activi-
dades administrativas en los nive-
les intermedios e inferiores del Es-
tado, pero recibiendo las instruc-
ciones del Gobierno Central. Las
nuevas circunstancias han cuestio-
nado este modelo, y, en la propia
Francia, se han llevado a cabo va-
rios intentos de descentralización
y se han establecido prefectos re-
gionales y consejos de igual ám-
bito territorial.

En los países socialistas se ad-
vierte una variante del sistema clá-
sico prefectoral, existiendo al fren-
te de cada provincia un aparato
de varios dirigentes que son miem-
bros, a su vez, del partido. Y en
la URSS hay una especie de es-
tructura paralela que, durante mu-
cho tiempo, ha ejercido una coor-
dinación y control mayores que la
burocracia a nivel regional. A par-
tir de la Segunda Guerra Mundial
el modelo de administración sovié-
tico se ha ido extendiendo a los
demás países de la Europa del Este.

Frente al modelo francés, jerar-
quizado y centralista, tenemos el
modelo, de origen británico, que
arranca del reconocimiento de las
autonomía locales. En Inglaterra
impera este sistema desde finales
del siglo xix y, hoy en día, apare-
cen dos tesis predominantes: una
que busca la armonía entre el Go-
bierno Central y los entes locales,
y otra que entiende que las regio-
nes tan sólo deben ser meros agen-
tes, nunca sujetos autónomos, de
la Administración Central. Lo mis-
mo en Inglaterra que en Estados
Unidos, lo que se resalta es la idea
de autonomía local y de gestión
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propia; y así, en Gran Bretaña,
cada región cuenta con sus pro-
pios reglamentos y no hay unifor-
midad en cuanto a las competen-
cias de cada una de ellas, siendo
todavía mayor la disparidad y dife-
renciación de unas regiones respec-
to a otras en los Estados Unidos.

Para S. Graham, profesor norte-
americano de la Universidad de
Texas, no es posible establecer mo-
delos generales, sino que cada país
tiene que hacerse e inventarse el
suyo propio. Y no hay que olvidar
una contradicción muy generaliza-
da: los gobiernos desean poten-
ciar las autonomías locales, pero
no siempre proporcionan los me-
dios precisos para ello.

C. ROWAT DONALD: «The New Om-
budsman Plans in Western Eu-
rope». Revista Internacional de
Ciencias Administrativas, núme-
ro 2, 1980, pp. 135-145.

Sumario: Los ESQUEMAS REGIONALES Y CAN-
TONALES EN ITALIA Y SUIZA: Toscana (1975),
Liguria (1977). Valoración de los esquemas
en Italia. Cantón de Zurich (1978). Valo-
ración de los esquemas en Suiza.—Los
ESQUEMAS NACIONALES EN PORTUGAL Y A u S -

TRIA: Portugal (1976). Valoración de los
esquemas de Portugal. Austria (1977). Va-
loración de los esquemas en Austria.—
CONCLUSIÓN.

La figura del Ombudsman ha ad-
quirido en los últimos años una
creciente importancia en el seno
de los Estados democráticos. De
origen nórdico, empieza a desarro-
llarse en los países anglosajones a
partir de los años sesenta, hacien-
do su aparición en Francia e In-
glaterra en 1972, así como en algu-
nos lander de la República Fede-
ral Alemana en 1974.

Es desde 1975 cuando se produce
una nueva oleada de creaciones
del Ombudsman, tanto a nivel re-
gional o cantonal como nacional.
En cuanto al primero de los ám-
bitos citados, el autor describe las
experiencias de Italia y Suiza que
han conducido, en el primero de
estos países, a la implantación en
Toscana (1975) y Liguria (1977) de
un tipo de Ombudsman clásico y
tradicional, a la vez que en la ciu-
dad helvética de Zurich se esta-
blecía en 1978, abriendo el camino
para su posterior instauración en
los cantones con más de 100.000
habitantes. Y en lo que concierne
al ámbito nacional, merecen rese-
ñarse los ejemplos de Portugal,
que en 1976 instituía la figura del
Provedor de Justicia, y de Aus-
tria, con el Volksanwaltschaft,
puesto en funcionamiento un año
después.

Como conclusión, C. Rowat afir-
ma que el Ombudsman se va ex-
tendiendo por la Europa Occiden-
tal y que, para que su función sea
eficaz en defensa de los derechos
de los ciudadanos frente a la Ad-
ministración, deberá cumplir de-
terminadas condiciones que se for-
mulan como parte final del trabajo
acabado de noticiar.

THUILLIER, GUY, y TULARD, JEAN:

«Aspects de la fonction publique
en France au XIXeme siecle».
Revista Internacional de Cien-
cias Administrativas, núm. 2,
1980, pp. 175-178.

El trabajo que noticiamos reco-
ge las conclusiones del Coloquio
que tuvo lugar en mayo de 1979
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en París y, en el mismo, los auto-
res parten de la idea de que «la
historia de la función pública está
abandonada», y, sin embargo, no
se puede negar el papel desempe-
ñado por los funcionarios en la
vida política y social del siglo xix.

¿Cuáles son las causas de esta
situación? «No se comprende ape-
nas —dicen Thuillier y Tulard—
por qué el historiador —que es ge-
neralmente funcionario y conoce
por experiencia las reglas esencia-
les del sistema, las normas no ads-
critas de la función pública— se
interesa tan poco por la historia
de la corporación de los funciona-
rios.» Tal vez haya que pensar
que esta historia que pretende des-
cubrir las «evoluciones insensibles»
y los «cambios a largo plazo» es
una historia realmente difícil de
hacer y de escribir.

En todo caso, hay que reconocer
la gran influencia de los funciona-
rios en la vida francesa del pasa-
do siglo, incluso en el ámbito de
la economía, dada la riqueza fi-
nanciera que poseen y, sobre todo,
el modo de administrarla.

A la hora de describir la histo-
ria de la función pública hay que
señalar que «es una historia téc-
nica», de carácter eminentemente
psicológico y que precisa un mé-
todo regresivo. Ha de seguirse la
experiencia cotidiana de los fun-
cionarios y debe contarse con un
buen bagaje de conocimientos jurí-
dicos. También es una historia en
la que lo ordenado y lo realizado,
lo jurídico y lo real se diferencian
y distancian mucho, debiéndose
contemplar los problemas con una
visión a largo plazo.

Si se quiere llevar a cabo una

historia de la función pública, de-
berán emprenderse una serie de
acciones que los autores enumeran
en forma de nueve proposiciones
que cierran el trabajo acabado de
comentar.

LÓPEZ RODÓ, LAUREANO: «Las auto-
nomías en la nueva Constitución
española». Revista Internacional
de Ciencias Administrativas, nú-
mero 2, 1980, pp. 146-148.

El autor empieza su trabajo tra-
zando con brevedad algunos ras-
gos de la evolución seguida, desde
el Mensaje de la Corona del 22 de
noviembre de 1975 hasta la nueva
Constitución, en lo que a las au-
tonomías se refiere.

El movimiento autonomista tiene
su antecedente más inmediato en
la concesión de los regímenes «pre-
autonómicos» que se inicia con el
restablecimiento de la Generali-
dad. La Constitución, en su artícu-
lo 2, «reconoce y garantiza el de-
recho a la autonomía de las nacio-
nalidades y regiones que integran
la nación española», sin precisar
la distinción entre unas y otras.
«Pero las Comunidades Autónomas
—matiza López Rodó— no son to-
das iguales», porque unas son de
«autonomía limitada» y otras de
«plena autonomía». A partir de
esta diferenciación, el autor va ex-
poniendo, de modo muy conciso,
los aspectos más interesantes de la
regulación que la Constitución, en
su título VIII, hace de las Comu-
nidades Autónomas en lo que se
refiere a su procedimiento de crea-
ción, organización, competencias y
control.
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CASTELLS, JOSÉ MANUEL: La Euska-
di autónoma y los funcionarios
públicos. Editorial Erein, San Se-
bastián, 1980, 123 pp.

Sumario: I. INTRODUCCIÓN.—II. LA FUNCIÓN
PÚBLICA VASCA EN LA HISTORIA: A) LOS f u n -
cionarios vascos hasta la abolición foral.
B) La Restauración. C) La Dictadura: los
Estatutos municipal y provincial. D) La
II República.—III. EL FRANQUISMO: FACTORES
DE LA DETERIORIZACIÓN FUNCIONARIAL.—IV.HA-
CIA UNA POLÍTICA AUTÓNOMA DE LA FUNCIÓN PÚ-
BLICA: A) C u e s t i o n e s d e p r e v i a a c l a r a c i ó n .
B) El Estatuto de la función pública en
Euskadi. Apéndice: «Reglamento del Ins-
tituto Vasco de Estudios de Administra-
ción pública».

El autor, profesor de Derecho
Administrativo en San Sebastián
y autor de diversas publicaciones
sobre temas autonómicos, aborda
en el libro que noticiamos la pro-
blemática del funcionariado en el
seno de la Euskadi Autónoma.

Partiendo de la idea de que «sin
un funcionariado competente, su-
ficiente y leal a los novedosos po-
deres políticos territoriales no hay
autonomía posible», Castells des-
arrolla la evolución histórica del
funcionariado vasco, especialmen-
te en lo que se refiere a las ten-
siones Poder Central-Poderes Lo-
cales para atraerse su regulación
y gestión. Al hilo de dicha exposi-
ción se hacen numerosas e intere-
santes consideraciones sobre la exi-
gencia de la lengua propia del te-
rritorio, la competencia para selec-
cionar a los servicios públicos, las
atribuciones de las Diputaciones
Forales y Ayuntamientos, los con-
flictos surgidos entre el Estado y
los entes locales en lo que atañe
sobre todo al funcionariado muni-
cipal y provincial, las posiciones
de los diversos regímenes políti-
cos, etc.

Completada la trayectoria histó-
rica seguida por los funcionarios
vascos, el autor r e c u e r d a que
«aprobada la Constitución españo-
la de 1978, plebiscitada y promul-
gado el Estatuto de Autonomía de
Euskadi en 1979, una esperanza-
dora época se inicia, con conside-
rables efectos en los espacios de
la vida comunitaria y con una no-
table repercusión de la cuestión
funcionarial». De ahí que sea pre-
ciso esbozar las líneas básicas de
lo que habrá de ser una política
de personal en las Comunidades
Autónomas, y que, por lo que afec-
ta al País Vasco, entre otras, re-
querirá la creación del Instituto
Vasco de Estudios de Administra-
ción Pública, la homogeneización
de todo el funcionariado, la im-
plantación de una carrera admi-
nistrativa y el logro de la inser-
ción plena de los funcionarios en
la Comunidad Autónoma de Eus-
kadi.

Como apéndice que cierra el li-
bro noticiado figura el texto del
Proyecto de Reglamento del Insti-
tuto Vasco de Estudios de Admi-
nistración Pública, presentado al
Consejo General del País Vasco el
22 de enero de 1979 y elaborado
por la Dirección de Administra-
ción Local de la Consejería del In-
terior.

ALVAREZ ALVAREZ, JULIÁN: El origen
geográfico de los funcionarios
públicos. Instituto Nacional de
Administración Pública, Madrid,
1980, 55 pp.

Sumario: 1. Metodología y límites del
análisis.—2. El origen geográfico de los
funcionarios superiores.—3. El origen re-
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gional de los altos cargos y de los téc-
nicos de Administración civil.—4. El ori-
gen geográfico de los técnicos de Admi-
nistración civil.—Conclusiones.—Bibliogra-
fía.

Como dice el autor, con el pre-
sente trabajo «sólo pretende apor-
tar algunos datos e hipótesis para
una aproximación al análisis so-
ciológico de los orígenes geográfi-
cos de los funcionarios civiles su-
periores españoles», partiendo del
estudio de cinco colectivos (Abo-
gados del Estado, Catedráticos de
Universidad, Letrados del Consejo
de Estado, Economistas del Estado
y Técnicos de Administración Ci-
vil) y de altos cargos (Subsecre-
tarios y Directores Generales, con
condición de funcionarios entre
1938 y 1975).

Sobre la base de que lo que Ju-
lián Alvarez denomina índole de
proporcionalidad (I. P.), en cuanto
que mide la mayor o menor pro-
porción con que cada área geográ-
fica está representada con relación
a su publación en la Función Pú-
blica, se estudia el origen geográ-
fico y regional de nuestros funcio-
narios más cualificados en orden
a determinar cuáles son las regio-
nes «excedentarias» y cuáles son
«deficitarias». Y es que, como sub-
raya el autor, «lo verdaderamente
significativo desde un punto de
vista sociológico y no meramente
estadístico es averiguar el grado
de intensidad con que las distintas
regiones o áreas geográficas pro-
porcionan los cuadros directivos a
la Administración, en relación a
la población de las mismas».

Dentro de nuestro país se advier-
te una gran disparidad entre unas
regiones y otras a la hora de «su-

ministrar» funcionarios de nivel
superior. Cabe afirmar que éstos
se recluían fundamentalmente en
la capital del Estado, Madrid, en
la región castellano-leonesa, en el
País Vasco-Navarro y en Aragón.
Y, por el contrario, zonas como Ca-
taluña, Baleares, Andalucía y Ga-
licia se muestran como «deficita-
rias» y poco propicias para gene-
rar vocaciones por el servicio pú-
blico.

Como un paso más, se trata aho-
ra de identificar la variable o va-
riables que determinan el valor de
los índices de proporcionalidad de
las diferentes regiones. El autor
adelanta la hipótesis de que la
principal variable que influye so-
bre estos índices es la cultural, en
concreto la tasa de alumnos ma-
triculados por cada 10.000 habitan-
tes, si bien condicionada por otra
variable, la demográfica, es decir,
por el grado de concentración de
la población en la capital de la
provincia.

En las páginas finales, Julián Al-
varez formula algunas conclusio-
nes de interés, como la de que hay
una «alta proporción de funciona-
rios madrileños», una muestra más,
entre muchas, del centralismo que
domina a la Administración espa-
ñola, y también destaca el «esca-
so interés por la Administración
—o las grandes dificultades para
acceder a la misma— en toda la
España periférica e insular, sien-
do especialmente significativo el
caso de Cataluña» que, junto a
otras áreas geográficas, reúne to-
dos los requisitos precisos para fo-
mentar vocaciones hasta las filas
de la burocracia, pero que, sin em-
bargo, es claramente «deficitaria»
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en cuanto a su aportación perso-
nal a la Función Pública del país.

Una breve bibliografía comple-
ta la publicación que hemos no-
ticiado.

UBBANI, PAOLO: «Les rapports entre
l'Etat et les regions en Italie
apres l'achevement du systeme
regional». Revista Internacional
de Ciencias Administrativas, nú-
mero 4, 1980, pp. 361-368.

Sumario: 1. El DPR, núm. 616/77.—1.1. La
atribución directa de funciones a los
municipios.—2. La aplicación gradual del
DPR núm. 616: leyes de reforma y papel
del Parlamento.—3. La legislación regio-
nal de aplicación: algunas reflexiones.—
3.1. La programación regional.

La implantación de la regionali-
zación en Italia ha sido difícil, ha-
biendo sido objeto de diversos tex-
tos a partir de 1972, destacando
entre ellos el Decreto Delegado
616/77 y las aportaciones de la co-
misión presidida por el profesor
Giannini. Y ello es así por la gran
cantidad de cuestiones políticas
surgidas de la legislación aplica-
ble y que son las que han parali-
zado la regionalización y la entra-
da en vigor de algunos artículos
de la Constitución.

El Decreto 616 aspira a facilitar
la aplicación del artículo 117 de la
Constitución, que se refiere a las
materias que han de ser objeto de
regionalización, buscando poner
orden en un tema tan delicado y
complejo como éste. Y, en todo
caso, su virtualidad práctica apa-
rece ligada a una serie de plazos
y compromisos del Estado referen-

tes a algunas reformas que ha de
emprender, concretamente la de la
Administración Local.

Rizos, E. JOHN: «Public Adminis-
tration in Greece: the quest for
1981». Revista Internacional de
Ciencias Administrativas, núme-
ro 4, 1980, pp. 327-332.

Sumario: De lo imposible a lo posible.—
El éxito se reduce.—Tendencias disfuncio-
nales.—El síndrome de la Administración
nihilistica.—Restaurar la credibilidad.

La sociedad griega no confía en
la Administración ni en los fun-
cionarios. Muchos ciudadanos im-
putan al sector público un papel
negativo en el desarrollo del país;
por ello, el autor trata de ofrecer
soluciones y de configurar una
nueva imagen de la Administra-
ción y de la Func ión Pública
griegas.

Cuando finalizó la Segunda Gue-
rra Mundial, Grecia emergió de
un caos económico y social, y el
Gobierno buscó impulsar a las em-
presas y negocios privados. Sin
embargo, el aparato administrati-
vo no supo estar a la altura de las
circunstancias y se frenó la expan-
sión económica y el crecimiento
industrial. Con el ingreso en el
Mercado Común se inicia una nue-
va etapa, si bien hay factores que
no invitan a la esperanza y que no
favorecen una visión optimista del
futuro.

La Administración griega adole-
ce de graves defectos, que Rizo
enumera y describe. Esta situación
ha provocado las acusaciones de
la prensa y, de modo especial, The
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Kathemerine ha hablado de una
Administración «nihilista» y ha de-
nunciado la incapacidad, la corrup-
ción y la irresponsabilidad de los
funcionarios.

Para hacer frente a la situación
creada, ya se han probado diver-
sas soluciones, sin resultado. Se
trata de intentar, una vez más, la
restauración de la credibilidad de
la Administración griega, para lo
que el autor propone seis vías
de reflexión, indicando las líneas
maestras de la reforma a seguir
y solicitando la participación de
todos los ciudadanos.

BLEYON, JEAN-BENOIT: «La sauve-
garde du patrimonie architectu-
ral urbain: l'experience fran-
caise». Revista Internacional de
Ciencias Administrativas, núme-
ro 4, 1980, pp. 322-326.

Sumario: I. LAS DIFICULTADES DE LA PUESTA
EN PRÁCTICA DE LOS MEDIOS TRADICIONALES: í .

La muy fuerte concentración de poderes
de interpretación a nivel ministerial. 2. La
complejidad de las comisiones consultivas
nacionales. 3. La inadaptación de una
protección puntual de los parajes urba-
nos.—II. LA INSTAURACIÓN DE LOS MÉTODOS
MODERNOS DE SALVAGUARDA: 1 . E l r e f O T Z a -

miento de los poderes locales de interven-
ción. 2. La puesta en marcha de una
protección planificada.—CONCLUSIÓN.

Como dice el autor, «la necesi-
dad de salvaguardar el patrimonio
arquitectónico urbano constituye
hoy una preocupación esencial en
Europa» y que también afecta, de
modo especial, a Francia.

El dispositivo francés se caracte-
riza, dice Bleyon, por «la yuxtapo-
sición de dos modos de protec-
ción», unos de signo tradicional y

otros más modernos y actualiza-
dos. Por lo que se refiere a los tra-
dicionales, existen dificultades evi-
dentes derivadas tanto de un ex-
cesivo intervencionismo ministerial
como del carácter complejo de las
comisiones consultivas nacionales,
aparte de otras de gran solera que
actúan concertada pero fracciona-
damente; sin olvidar que los cau-
ces para la protección puntual de
los sitios y lugares privilegiados
(inventarios, clasificaciones, etc.)
no resultan adaptables a las exi-
gencias modernas.

Por lo que se refiere a los modos
modernos, se tiende a potenciar la
gestión local, así como a la ins-
tauración de una protección plani-
ficada por zonas de «sectores pro-
tegidos», lo que supone una acción
arquitectónica y financiera espe-
cial.

En definitiva, sólo por medio de
una protección planificada y coor-
dinada del patrimonio arquitectó-
nico se llegará a realizar una la-
bor verdaderamente eficaz. Y por
medio de ella se asegurará la pre-
servación de los monumentos y
lugares artísticos e históricos y su
integración en el conjunto del res-
pectivo sector urbano, «dos obje-
tivos hoy esenciales».

GUNTHER, RICHARD, y BLOUGH, RO-
GER, A.: «Conflicto religioso y
consenso en España: Historia de
dos Constituciones». Revista de
Estudios Políticos, núm. 14, mar-
zo-abril 1980, pp. 65-109.

Sumario: Una historia del conflicto.—
La nueva Constitución.—La separación de
la Iglesia y el Estado.—Educación.—El
aborto y el divorcio.—Un conflicto menos.
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La política de consenso.—Definición de
los objetivos: valores reales y memoria
histórica.—Proporcionalidad.—Los procesos
•de toma de decisiones.—Democracia con-
sociacional y política de consenso.

Los autores, dada la importancia
que en España ha tenido siempre
•el problema re l ig ioso, analizan
comparativamente el planteamien-
to del mismo hecho en la Constitu-
ción republicana de 1931 y en la
Constitución monárquica de 1978,
•con el fin de averiguar las causas
por las que dicho problema ha re-
cibido un tratamiento tan diferen-
te en uno y otro texto constitu-
cional.

Para ello empiezan trazando
los rasgos básicos de la historia
del conflicto religioso en nuestro
país desde la Constitución de 1876
liasta nuestros días. Cuatro temas
han sido los más polémicos en el
marco de las normas constitucio-
nales: la separación Iglesia-Esta-
do, el sistema educativo, el divor-
cio y el aborto, respecto a los
cuales la vigente Constitución,
por medio de una política del con-
senso, llegó a una regulación
aceptable para la mayoría de las
fuerzas políticas y sociales, evi-
tando así una situación de ruptu-
ra como la que se produjo en
1931.

La cuestión, sin embargo, está
en determinar por qué ahora se ha
logrado un acuerdo que, en los ini-
cios de la República, no se llegó a
alcanzar. Los autores adelantan
sus afirmaciones señalando que,
por encima de la evolución sufrida
por la propia Iglesia española, hay
que fijarse en «las normas de com-
portamiento y los procedimientos
de toma de decisión de los prota-

gonistas principales» en el sentido
de que, si en 1931 las élites políti-
cas en el poder actuaron de acuer-
do con el principio de «todo para
el ganador», las élites de 1978 pre-
firieron apelar al acuerdo entre
ellas.

En concreto, «las reglas del jue-
go consensual» que no siguieron
los hombres de la República pue-
den sintetizarse en las siguientes:
1.a) Las negociaciones deben tender
a elaborar un documento que sea
satisfactorio para todas las partes
y que no suponga el triunfo de las
ideas exclusivas de una de ellas.
2.a) En las negociaciones han de
estar representadas todas las fuer-
zas y grupos que tengan alguna
implicación en el tema a debatir.
3.a) Las negociaciones sobre los
puntos más polémicos y tensos han
de llevarse a cabo de forma reser-
vada, antes que en una tribuna
pública. «Los fundadores de. la Se-
gunda República —escriben los au-
tores— violaron cada una de estas
reglas, mientras que la actual élite
española las ha observado de ordi-
nario», d i f e r enc i a que ayuda a
«comprender los contrastes entre
las dos experiencias democráticas».

Una última cuestión cabe pre-
guntarse: ¿Es posible considerar
la política del consenso como una
variedad de la llamada democra-
cia «consociacioñal»? En sentido
estricto, la respuesta ha de ser ne-
gativa, pero «creemos que la polí-
tica del consenso es cuasi conso-
ciacioñal»; y, en todo caso, no hay
que pasar por alto las similitudes
que ciertamente se dan entre am-
bas manifestaciones «en lo que se
refiere al comportamiento de las
élites».
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ORTIZ DÍAZ. JOSÉ: «Corporaciones
Locales y Función Pública Lo-
cal». Boletín Informativo de los
Cuerpos Nacionales de Adminis-

, tración Local, núm. 433, enero
1981, pp. 26-36.

Sumario: Los condicionantes políticos y
estructurales que gravitan sobre los Cuer-
pos nacionales.—El marco constitucional.—
Acentuación de esa problemática en la
singular estructura de las Corporaciones
locales. Cuerpos nacionales y Comunida-
des autónomas.—La demada de eficiencia
a las Administraciones locales, su posible
configuración gerencial y las funciones de
los Cuerpos nacionales.— Los Cuerpos
nacionales en la futura Administración
municipal periférica.

El autor, catedrático de Derecho
Administrativo en la Universidad
de Sevilla, señala el grado de inci-
dencia política que sufren actual-
mente las Corporaciones Locales,
«en un sistema democrático parti-
tocrático y multipartidista y con
la presión en la vida municipal de
las Asociaciones de Vecinos, que
actúan fuera de los cauces de re-
presentación establecidos».
.•Situando esta problemática en el
marco constitucional, hay que re-
saltar la importancia del principio
de la imparcialidad administrativa
que se aplica tanto a la Adminis-
tración Central como á la Local.
En otros países europeos hay esta-
blecidas «técnicas y garantías ju-
rídicas» para defender la objetivi-
dad de las actuaciones adminis-
trativas, es decir, la neutralidad de
la ¡Administración, siendo preciso
también, según la terminología de
Garrido Falla, implantar la neu-
tralidad del Gobierno para que no
invada «determinadas zonas admi-
nistrativas».
~! Estos planteamientos se compli-

can si los trasladamos al ámbito
local, de modo especial a los Ayun-
tamientos. En éstos, a diferencia
de lo que sucede en el Estado, no
hay división de poderes, ya que el
Pleno municipal «autonorma, au-
togobierna y autoadministra»; por
tanto, esta articulación peculiar de
los poderes locales presiona políti-
camente sobre los Cuerpos Nacio-
nales, a los que, además, se unen
las influencias y repercusiones de
una Administración, como la mu-
nicipal, prestada in situ y sin el
distanciamiento que caracteriza a
la del Estado.

Ante esta situación, se impone
proteger a los funcionarios locales
frente a las ingerencias partidistas
e ideológicas, tanto en el momento
mismo del ingreso como durante
el ejercicio de sus funciones pro-
fesionales y, sobre todo, a la hora
de los traslados. «También aquí
—dice Ortiz Diez— deben imperar
procedimientos basados en crite-
rios objetivos», concillándose el ca-
rácter orgánico de los Cuerpos Na-
cionales o Regionales, en su caso,
con la participación de cada ente
local.

Lo acabado de expresar se co-
nexiona con una cuestión de gran
interés,-como es la fijación del fu-
turo de estos Cuerpos una vez que
se han puesto en marcha las Co-
munidades Autónomas. En la re-
gulación constitucional de éstas «se
nota la ausencia de una referencia
mínima a su Administración», si
bien es posible sostener que no
constituyen Administración Local
propiamente dicha. Podría tal vez
hablarse de «Administraciones in-
termedias entre la del Estado y las
Locales»1,-por lo que no resulta vá-
lido aplicar los-criterios utilizados
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respecto a los funcionarios de otras
Administraciones.

Un punto importante, recogido a
nivel de principio constitucional,
es el de la eficacia de los entes
públicos. Traducido a un lenguaje
más explícito, supone dar un ca-
rácter gerencial a las Administra-
ciones Públicas y, de modo más
concreto, a la Local. Cuestión que
radica, dice el autor, en la forma
de plasmar y llevar a cabo dicho
sentido gerencial, aunque «estima-
mos que los puestos a desempeñar
en las Administraciones Locales
por los Cuerpos Nacionales no de-
ben configurarse con carácter ge-
rencial», ya que «ello llevaría con-
sigo mayor dependencia aún de
los órganos políticos de la Corpo-
ración, y, en consecuencia, pérdida
de la imparcialidad y objetividad
que deben informar el ejercicio de
sus tareas».

Finalmente, Ortiz Díaz se refiere
a la organización administrativa
de las grandes ciudades, señalando
que, frente a una «estructura cen-
tralizada territorialmente», se im-
pone una mayor desconcentración
de servicios, de instancias de ges-
tión, de unidades decisorias y reso-
lutivas. De esta manera nacería
una «Administración m u n i c i p a l
periférica», en la que deberían
ocupar los puestos directivos los
miembros integrantes de los tres
Cuerpos Nacionales.

FERNÁNDEZ, TOMÁS-RAMÓN : Manual
de Derecho Urbanístico. Publica-
ciones Abella, el Consultor de
los Ayuntamientos y Juzgados,
Sociedad Anónima, Madrid, 1981,
229 pp., 2.a edición.

Sumario: Presentación. Abreviaturas.—
Lección 1.a Introducción al Derecho urba-
nístico.—Lección 2.a El Planeamiento Ur-
banístico.—Lección 3.a La propiedad del
sulo.—Lección 4.a La ejecución del pla-
neamiento.—Lección 5.a La edificación.—
Lección 6.a La disciplina urbanística: BU
protección y restablecimiento.—Bibliogra-
fía.

Como el autor, catedrático de
Derecho Administrativo y rector
de la Universidad Nacional a Dis^
tancia, señala en las palabras que
sirven de presentación a su obra,
estamos ante un trabajo «carente
de ambiciones científicas, que pre-
tende tan sólo facilitar una visión
sistemática y completa del ordena-
miento urbanístico» a los que se
acercan al mismo por primera vez.
De ahí las características de «ele-
mentalidad y sencillez» que lo
adornan, a fin de facilitar su lec-
tura a los estudiantes de Derecho,
a los estudiantes de Arquitectura
y de Ingeniería de Caminos, a los
funcionarios de las Corporaciones
Locales, a los componentes de és-
tas y a los ciudadanos en general,
ya que a todos, en mayor o menor
medida, nos interesa acercarnos
con seguridad a ese mundo, de no
fácil comprensión s iempre , que
forman las normas urbanísticas
actuales.

En forma de lecciones, hasta un
total de seis, el profesor Fernán-
dez Rodríguez va desarrollando el
contenido de nuestro Derecho Ur-
banístico en aquellos aspectos que
considera más interesantes y ne-
cesitados de un mejor conocimien-
to y aproximación legal y doctri-
nal. Así, tras la lección primera
de carácter general, porque en ella
se exponen los marcos tanto legis-
lativos como constitucionales del
urbanismo en España, el autor su-
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cesivamente e s t u d i a el planea-
miento urbanístico, la problemáti-
ca de la propiedad del suelo a la
luz de la vigente legislación, la
ejecución y realización prácticas
del planeamiento, la cuestión de la
edificación con los temas que son
inherentes a la misma y, por úl-
timo, la importancia de la disci-
plina urbanística, «cuyo reforza-
miento es imprescindible para que
las técnicas jurídicas puedan al-
canzar la deseable eficacia social».

La pequeña , pero interesante,
obra termina con la cita bibliográ-
fica de las principales publicacio-
nes de carácter general apareci-
das, con posterioridad a la refor-
ma de 1975, y que pueden ser con-
sultadas por quienes deseen avan-
zar en la profundización de este
tipo de problemas.

GALA VALLEJO, CÉSAR: Gestión ins-
titucional de la Seguridad So-
cial. Servicio de Publicaciones
del Ministerio de Sanidad y Se-
guridad Social, Madrid, 1980, 245
páginas.

Sumario: Prólogo. Propósito. Introduc-
ción.—I. La gestión de la Seguridad Social
antes del Real Decreto-ley 36/1978, de 16 de
noviembre.—II. Examen del Real Decreto-
ley de 16 de noviembre, sobre gestión ins-
titucional de la Seguridad Social, la Salud
y el Empleo.—III. Institucionalizaron de
la gestión en el área de la Seguridad
Social.—IV. Institucionalización de la ges-
tión en el área de la salud.—V. Institu-
cionalización de la gestión en el área de
la asistencia sanitaria.—VI La intervención
de la Seguridad Social.—VII. La Inspec-
ción de la Seguridad Social.—Anexos.
Bibliografía consultada. índice.

Como señala en el prólogo Al-
mansa Pastor, el libro sirve para
analizar «en su más amplia dimen-

sión la problemática de la Gestión
de la Seguridad Social y el marco
regulador de los distintos Organis-
mos Gestores y Servicios Comunes
del Sistema en los que se encarna
e instrumenta ese ideal político-
social de protección del hombre
frente a las contingencias sociales
por el milagro de la solidaridad».

El autor, en efecto, se enfrenta
al estudio de la gran reforma de
nuestra Seguridad Social iniciada
con el Decreto-ley de 16 de no-
viembre de 1978, partiendo de la
idea capital de que dicha disposi-
ción «ha constituido, dado su con-
tenido innovador, un verdadero
acontecimiento legislativo en el di-
fícil camino hacia el perfecciona-
miento de todo el Sistema» de
nuestra Seguridad Social..

Tras una breve descripción de la
situación anterior al mencionado
Decreto-ley (cap. I), se entra en la
exposición y examen de dicha nor-
ma para resaltar tanto la necesi-
dad y génesis de la reforma em-
prendida, como para señalar los
criterios básicos y objetivos gene-
rales seguidos (cap. II), con una re-
ferencia expresa al desarrollo re-
glamentario seguido, los organis-
mos gestores creados y los servi-
cios comunes y entidades de cola-
boración en la gestión implan-
tados.

Los capítulos siguientes inciden,
sucesivamente, sobre la gestión en
el área de la Seguridad Social pro-
piamente dicha (cap. III) instru-
mentada sobre el funcionamiento
del Instituto Nacional de Seguri-
dad Social, el Instituto Nacional de
Servicios Sociales y otros organis-
mos; sobre la gestión en el área
de la Salud (cap. IV), en la que
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destacan como organismos más im-
portantes el Instituto Nacional de
la Salud y la Administración Ins-
titucional de la Salud Nacional, y
sobre la gestión en el área de la
Asistencia Social (cap. V), en la
que sobresale la actuación del Ins-
tituto de Asistencia Social. Los ca-
pítulos siguientes analizan, de un
lado, la Intervención de la Segu-
ridad Social (cap. VI), con indica-
ción de su estructuración, compe-
tencias y funciones, y, de otro, la
Inspección de la Seguridad Social
(cap. VID.

Los anexos contienen los textos
de las principales disposiciones en
las que se ha ido concretando la
reforma de la Seguridad Social,
mientras que en la bibliografía
aportada por el autor se recoge
una relación, no muy amplia, de
obras y trabajos que pueden ser
consultados por quienes tengan in-
terés en profundizar en los temas
abordados en el libro que se acaba
de noticiar.

ALVARELLOS GALVE, CONSTANTINO: Ley
Básica de Empleo. Servicio de
Publicaciones del Ministerio de
Trabajo, Madrid, 1981, 203 pp.

Sumario: Prólogo. Introducción.—TÍTULO
PRELIMINAR: DE LA POLÍTICA DE EMPLEO.—TÍ-
TULO I. D E L FOMENTO DEL EMPLEO. C a p í t u l o I.

Disposiciones generales. Capítulo II. Pro-
gramas de fomento del empleo.—TÍTULO II.
DE LOS SISTEMAS DE PROTECCIÓN POR DESEMPLEO.
Capítulo I. Protección frente a las situa-
ciones de desempleo y subempleo. Capítu-
lo II. Prestaciones por desempleo. Capítu-
lo III. Prestaciones complementarias. Capí-
tulo IV. Financiación de las prestaciones.
Capítulo V. Tramitación y pago. Capítulo
VI. Infracción y sanciones.—TÍTULO III. DE
LA COLOCACIÓN Y SERVICIOS DEL INSTITUTO N A -

CIONAL DE EMPLEO. Capítulo I. La política

de colocación. Capítulo II. Los servicios
de empleo. Texto de la Ley Básica de Em-
pleo, índice general.

Como dice el autor, en la intro-
ducción, «nace este libro con una
doble finalidad práctica: servir de
guía para el análisis institucional
y estructural de la nueva Ley Bá-
sica de Empleo y posibilitar al mis-
mo tiempo una comprensión global
del fenómeno del empleo en su
vertiente normativa».

Al hilo de los preceptos de la
Ley, Alvarellos Galve va analizan-
do cada uno de sus preceptos «des-
de una óptima puramente técnica
e instrumental y con apreciación
crítica sobre sus posibles imper-
fecciones, tanto conceptuales como
puramente sistemáticas o de re-
dacción». De este manera, cada ar-
tículo se acompaña de unos co-
mentarios que ayudan al lector, al
especialista, al profesional, a su
comprensión y valoración a fin de
«colaborar a hacer posible la ma-
yor y mejor aplicación práctica de
las normas legales que van a cons-
tituir el ordenamiento jurídico bá-
sico en materia de empleo». Y
también en algunos artículos se si-
túan sus principales concordancias
con otras posibles normas que ha-
brán de tenerse en cuenta a la
hora de su examen más global.

El libro está construido con bue-
na sistemática, ya que, tras la in-
troducción que hace el propio au-
tor, éste se atiene a la estructura
formal de la Ley Básica de Empleo
para desmenuzarla en sus corres-
pondientes títulos y c a p í t u l o s ,
aparte de las disposiciones transi-
torias, adicionales, derogatoria y
finales. Al final de cada título se
recoge un índice normativo de: las
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diversas materias contenidas en
los mismos y que sirve para un
más fácil conocimiento e identifi-
cación de las disposiciones aplica-
bles a cada una de las materias
estudiadas.

El texto íntegro de la Ley Bási-
ca de Empleo, de 8 de octubre de
1980, cierra la obra que hemos no-
ticiado y que, como se dice en el
prólogo por el director general de
Empleo, Miguel Cuenca Valdivia,
«va a ser de suma utilidad tanto
para profesionales de esta rama
del Derecho como para el mundo
laboral en general».

HOLLEAUX, ANDBE: «Les nouvelles
lois francaises sur Tinformation

. du public». Revista Internacional
de Ciencias Administrativas, nú-
mero 3, 1981, pp. 191-206.

Sumario: 1. La inspiración extranjera.—
2. El papel de la jurisprudencia.—3. Nue-
vos derechos específicos.—4. Organismos
inéditos.—5. La intervención de los gru-
pos: A) La Ley de 6 de enero de 1978
sobre la informática, los ficheros y las
libertades. B) La Ley de 17 de julio de
1978 (título I) sobre la libre comunicación
de documentos administrativos. C) Doble
aspecto de los textos legislativos en vigor.

En la legislación francesa, en los
últimos años han aparecido una
serie de importantes leyes relati-
vas al derecho de la información
de los administrados que supone
una innovación en el ámbito de
los derechos y libertades indivi-
duales. Estos textos legales se han
inspirado en otros similares de
países extranjeros, y en su aplica-
ción y cumplimiento ha de jugar
un papel decisivo la jurispruden-
cia ante las innovaciones surgi-

das, ya que han aparecido dere-
chos nuevos, han su rg ido orga-
nismos antes desconocidos y las
asociaciones y sindicatos deberán
actuar con un protagonismo cre-
ciente.

Tras estas ideas previas, el au-
tor, Consejero de Estado, se dedica
a exponer las líneas maestras de
dos leyes publicadas en 1978 y que
son «las más características de la
apertura del derecho a la infor-
mación y de la nueva relación en-
tre la Administración y el admi-
nistrado». La primera, de 6 de ene-
ro de 1978, trata de la informática,
los ficheros y las libertades, y con-
tiene una pequeña declaración de
los derechos del hombre en el cam-
po de la informática, crea la Co-
misión Nacional de Información y
Libertades (CNIL) y abarca una
serie de cuestiones fundamentales
sobre ficheros, acceso a éstos, ob-
tención de datos, etc. Y en cuanto
a la segunda, de 17 de julio de
1978 (título I), sobre la libre comu-
nicación de documentos adminis-
trativos, regula un conjunto de te-
mas relativos a éstos y que, poco
a poco, se van clarificando tanto
por vía jurisprudencial como por
la actuación de la Comisión de Ac-
ceso a los Documentos Administra-
tivos (CADA).

A la hora de formular un juicio
sobre estas leyes, es preciso reco-
nocer que se trata de textos «revo-
lucionarios» cuya definitiva acep-
tación por la sociedad francesa no
será fácil ni inmediata. Y ello se
debe a que presentan un carácter
ambivalente y hasta contradicto-
rio, porque si de un lado amplían
el derecho a la información, de
otro buscan custodiar la vida pri-
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vada, y porque si es cierto que la
información, la transparencia, la
comunicabilidad van ganando te-
rreno, no es menos cierto que tam-
bién van confirmándose el secreto
y la reserva precisamente para
proteger la vida privada e íntima
de los individuos. «Esta ambivalen-
cia del bloque legislativo y juris-
prudencial francés —concluye An-
dré Holleaux— creará en la prác-
tica situaciones ambiguas e incier-
tas, lo que contribuirá a dar a
los tribunales y jurisdicciones una
destacada plenitud.»

THYREAU, ALAIN, y BON, JÉRÓME:

«L'amelioration des relations en-
tre l'administration et les admi-
nistratés en France». Revista In-
ternacional de Ciencias Adminis-
trativas, núm. 3, 1981, pp. 252-263.

Sumario: I. LA MEJORA DEL SERVICIO: I.l
La simplificación administrativa. 1.2. La
ordenación de los horarios y la facilidad
de acceso al servicio. 1.3 La acogida, la
orientación y la información al público.—
II. LA INFORMACIÓN AL PÚBLICO: II.l La in-
formación escrita y audiovisual. II.2 La
utilización de los medios de información.
III. LA APERTURA DEL DIÁLOGO CON LOS USUA-
RIOS.—IV LA ADAPTACIÓN DE LOS EQUIPAMIENTOS:
IV.l La adaptación cuantitativa. IV.2 La
adaptación cualitativa.

En los últimos años, diversas ini-
ciativas gubernamentales han ve-
nido a demostrar el interés por re-
formar y mejorar las relaciones de
los poderes públicos con los admi-
nistrados. Dos niveles merecen des-

tacarse en la actividad emprendi-
da: uno de acción interna, que se
traduce en una puesta al día de la
práctica administrativa y la mejo-
ra de los servicios, y otro de pro-
yección externa, orientado a modi-
ficar la actitud y el comportamien-
to de los ciudadanos.

Los autores, en su trabajo, van
estudiando sucesivamente el cua-
dro de reformas emprendidas para
alcanzar los objetivos propuestos,
distinguiendo, a efectos de una me-
jor sistematización, cuatro grandes
bloques: el de la mejora de los
servicios que se ofrecen al públi-
co, el de la información y contacto
con éste, el de el diálogo con los
grupos y asociaciones representa-
tivos de los administrados y el de
la actualización de todo el mate-
rial administrativo disponible, tan-
to en su aspecto cuantitativo como
cualitativo.

En definitiva, a la vista de las
medidas adoptadas y de los cam-
bios anunciados y ya realizados,
hay que concluir que se ha inau-
gurado un camino lleno de interés
y posibilidades. El esfuerzo inicial
habrá de intensificarse y diversi-
ficarse en el futuro. Y será preciso
evitar caer en una centralización
y homogeneización demasiado acu-
sadas de los procedimientos reno-
vadores puestos en marcha, así
como preguntarse sobre la im-
plantación de procesos de adapta-
ción continuada, cuyos resultados,
sin duda, serán beneficiosos para
todos.
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